BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS

JORGE CASILLAS FRANCO Y OTRA
ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 191/1995

SECRETARIA: “A”

C. JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderado Legal de Sólida Administradora de Portafolios  S. A. de C. V, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 84 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a solicitar a su Señoría se sirva aclarar la Sentencia Definitiva de fecha 19 –diecinueve- de noviembre de 2009 –dos mil nueve-, publicada en Boletín Judicial número 201 –doscientos uno- de fecha 24 –veinticuatro- de noviembre del año en curso, por las siguientes consideraciones:

1.- Se solicita la aclaración antes citada, en atención a que en la foja 1 primer párrafo renglón 8; en el resultando 1 renglón 4 y 12; en la foja 2 en el resultando 2 renglón 5; en la foja 2 en el resultando 3 renglón 2; foja 13 en su renglón 21, por un error involuntario se asentó de forma incorrecta el apellido de la codemandada, ya que se asentó “BORJAS”, siendo lo correcto BORJA.


2.- De igual forma, en la foja 7, considerando III en el renglón 15 del inciso “E”, por un error involuntario se asentó “…es de fecha de mil novecientos noventa y nueve…”, siendo lo correcto, “… de mil novecientos noventa…”.

3.- En la foja 8, considerando III, en el renglón 9 del inciso “F”, se asentó de forma errónea el apellido de la codemandada al asentar “BORJAN”, siendo lo correcto “BORJA”.


4.- De igual forma, dentro del Resolutivo “CUARTO”, renglón 12, por un error involuntario se asentó en su parte conducente “…partes en la cláusula SEXTA el base de la acción…”, siendo lo correcto “…partes en las cláusulas SEXTA y NOVENA respectivamente  en el documento base de la acción…”


Por lo anterior y a efecto de evitar futuras complicaciones para ejecutar la Sentencia Definitiva dictada en el presente juicio, es que solicito a su Señoría se sirva realizar las aclaraciones referidas en el cuerpo del presente libelo, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto; 

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:

ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

NORA MITZY CHACON FLORES

México, Distrito Federal a veinticuatro de noviembre de dos mil nueve.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS

JORGE CASILLAS FRANCO Y OTRA
ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 191/1995

TOCA: 107/2010
SEGUNDA SALA CIVIL DEL H. TRIBUNAL SUPERIOR

DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL


NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderado Legal de Sólida Administradora de Portafolios  S. A. de C. V, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en la calle Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando para los mismos efectos así como para imponerse de autos, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, TANIA KARLA BAUTISTA TERÁN con Cédula Profesional 5511851; VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ con cédula profesional número 6207316; así como a los Pasantes en Derecho los CC. VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ y CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación a los absurdos e improcedentes agravios expresados por mi contraria de la siguiente forma:

CONTESTACIÓN DE AGRAVIOS.


PRIMERO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta FALSO e IMPROCEDENTE, en virtud de que mi contraria de forma dolosa y contraria a derecho, pretende CONFUNDIR la buena fe de Ustedes CC. Magistrados que integran este Órgano Colegiado, en atención a que resulta absurdo lo manifestado por la recurrente, referente a que si bien es cierto que la presentación de la demanda interrumpe el plazo de la prescripción, según mi contraria, el plazo de la prescripción no queda en suspenso, sino que se vuelve a iniciar de nueva cuenta una vez que dicha demanda es admitida y para volver a interrumpir el supuesto nuevo plazo de la prescripción, es necesario que la actora realice cualquier actividad procesal, situación que de ninguna manera es conforme a derecho.

En efecto, el agravio correlativo que se contesta es infundado, ya que en primer lugar, el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal anterior a las reformas de 24 de mayo de 1996, establece en forma textual lo siguiente:

“Artículo 258.- Los efectos de la presentación de la demanda son: interrumpir la prescripción, si no lo está por otros medios, señalar el principio de la instancia y determinar el valor de las prestaciones exigidas, cuando no pueda referirse a otro tiempo.”


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar el siguiente criterio jurisprudencial que a la letra dice:

No. Registro: 191,176

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XII, Septiembre de 2000

Tesis: XI.2o. J/16

Página: 661

PRESCRIPCIÓN, INTERRUPCIÓN DE LA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).

El artículo 341, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Michoacán, establece que los efectos del emplazamiento son, entre otros, "interrumpir la prescripción si no lo está por otros medios"; disposición de la que se desprende que basta la presentación de la demanda, para que se interrumpa la prescripción; lo cual tiene su razón de ser porque la tardanza o dilación en el emplazamiento no sería culpa del actor, después de que éste haya hecho una manifestación de no dejar dormido su derecho frente al deudor, ni le sería a él imputable, porque ello es ya una cuestión que le compete a la autoridad y si ella se da por causas que no sean atribuibles al actor, como lo serían el desconocimiento del domicilio del demandado o que el juzgador no quiera dar trámite a la demanda, éste no tiene por qué sufrir las consecuencias de algo que le es ajeno.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 525/89. Juan Ruiz Reyes. 17 de enero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique Castillo Morales. Secretario: José Gutiérrez Verduzco.

Amparo directo 129/90. Javier Ramos Valencia. 26 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Amparo directo 616/92. José López Espino. 2 de diciembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Amparo directo 633/92. René Guízar Zepeda. 6 de enero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: María Cristina Torres Pacheco.

Amparo directo 246/2000. Antonio Echevarría Aguilar y otra. 23 de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo IV, Materia Civil, página 218, tesis 322, con rubro: "PRESCRIPCIÓN, INTERRUPCIÓN DE LA, POR LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA.".

No. Registro: 241,340

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Séptima Época

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

84 Cuarta Parte

Tesis: 

Página: 15

Genealogía:  Apéndice 1917-1985, Cuarta Parte, Tercera Sala, tesis 223, página 641.

Apéndice 1917-1995, Tomo IV, Primera Parte, tesis 322, página 218.

PRESCRIPCION, INTERRUPCION DE LA, POR LA PRESENTACION DE LA DEMANDA.

La presentación de la demanda interrumpe la prescripción, por la consideración de que no es culpa del actor, después de haber hecho una manifestación de no dejar dormido su derecho frente al deudor, ni le es imputable, la tardanza o dilación de hacer el emplazamiento, porque esa es ya cuestión de la autoridad.

Quinta Epoca:

Tomo CXVII, página 769. Amparo civil directo 449/52. Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana. 24 de agosto de 1953. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Sexta Epoca, Cuarta Parte:

Volumen XXXII, página 211. Amparo directo 4189/57. Cía. de Fianzas Lotonal, S.A. 19 de febrero de 1960. Cinco votos. Ponente: José López Lira.

Volumen CX, página 64. Amparo directo 8271/65. General Electric, S.A. de C.V. 17 de agosto de 1966. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Enrique Martínez Ulloa.

Volumen CXXVII, página 39. Amparo directo 5931/65. Benito R. Blancas. 26 de enero de 1968. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Solís López.

Séptima Epoca, Cuarta Parte:

Volumen 82, página 73. Amparo directo 3778/74. Margarita Aznar de Juárez y otro. 29 de octubre de 1975. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Salvador Mondragón Guerra. Ponente: José Ramón Palacios Vargas. 


De lo anterior se desprende, que el simple hecho de la presentación de la demanda interrumpe la prescripción, ya que en ningún numeral refiere que dicha interrupción del plazo de la prescripción comenzará nuevamente en caso de que el actor no realice alguna actividad procesal, amén de que el contenido del precepto legal antes invocado, es por demás claro y preciso, razón por la cual el mismo se debe de aplicar al pie de la letra, esto es, que el simple hecho de presentar la demanda, tiene como efecto interrumpir la prescripción, y más aún cuando dicho artículo no es susceptible de interpretación diversa al ser mas que claro y preciso; manifestación que encuentra sustento legal en el artículo 19 del Código Civil para el Distrito Federal, mismo que a la letra dice:

“Artículo 19.- Las controversias judiciales del orden civil deberán resolverse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica. A falta de ley se resolverán conforme a los principios generales de derecho.”

Por lo anterior, es que si el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, es claro, preciso y no da pauta a una interpretación diversa como de forma dolosa pretende hacerles creer mi contraria, el mismo debe de aplicarse al pie de la letra y por ende, en las controversias de orden civil como es el caso en concreto, no aplica lo manifestado por el recurrente respecto a que se vuelve a iniciar nuevamente el plazo de la prescripción una vez presentada la demanda, y más aún, cuando el presente juicio se encuentra pendiente de resolverse.

Ahora bien, y por lo que respecta a la Jurisprudencia que mi contraria refiere en el agravio correlativo que se contesta, titulada “PRESCRIPCION EN MATERIA MERCANTIL INTERRUPCION DE LA., y con la que de forma dolosa, errónea y contraria a derecho pretende sustentar o robustecer sus falaces manifestaciones, es necesario hacer notar a sus Usías, que dicha Jurisprudencia no es aplicable al caso concreto y la misma NO puede ser aplicada por analogía en el presente juicio, en atención a que en primer lugar, la misma es sobre materia mercantil, siendo una materia totalmente diferente a la civil, aunado a que como lo he mencionado en párrafos anteriores, las controversias judiciales del orden civil, deben de resolverse al pie de la letra, por lo que si el Código Adjetivo y Sustantivo de la materia contempla y refiere que el plazo de la prescripción se interrumpe con el solo hecho de presentar la demanda, el presente juicio debe de resolverse conforme a lo establecido en dicho ordenamiento legal. Amén de lo anterior, cabe precisar a Ustedes CC. Magistrados, que si efectivamente las tesis o jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden ser aplicadas por analogía, también lo es que solamente se pueden aplicar por analogía o equiparación cuando los razonamientos jurídicos que se contienen en una tesis o jurisprudencia son exactamente iguales en el caso a resolver, situación que no acontece en el caso en concreto, en virtud de que por un lado y como ya se ha referido, la Jurisprudencia invocada por mi contraria es en materia mercantil y el presente juicio es civil; y por el otro lado, el contenido de la Jurisprudencia referida por mi contraria, no contiene exactamente el mismo caso a resolver, ya que como se desprende del Código de Comercio, dicha legislación SI contempla de forma textual el supuesto de que nuevamente empiece a computarse el término de la prescripción, tal y como se observa del artículo 1042 del Código de Comercio; supuesto que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal aplicable al presente asunto NO CONTEMPLA, debiendo de resolverse el presente juicio al pie de la letra de la legislación civil que es la aplicable en el presente juicio, y no la mercantil como pretende hacerles creer la recurrente.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito insertar la siguiente jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 193,841

Jurisprudencia

Materia(s): Administrativa

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

IX, Junio de 1999

Tesis: VIII.2o. J/26

Página: 837

ANALOGÍA, PROCEDE LA APLICACIÓN POR, DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

Es infundado que las tesis o jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o sus Salas, no puedan ser aplicadas por analogía o equiparación, ya que el artículo 14 constitucional, únicamente lo prohíbe en relación a juicios del orden criminal, pero cuando el juzgador para la solución de un conflicto aplica por analogía o equiparación los razonamientos jurídicos que se contienen en una tesis o jurisprudencia, es procedente si el punto jurídico es exactamente igual en el caso a resolver que en la tesis, máxime que las características de la jurisprudencia son su generalidad, abstracción e impersonalidad del criterio jurídico que contiene.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Amparo en revisión 236/93. Comisariado Ejidal del Poblado J. Guadalupe Rodríguez, Municipio de Nazas, Durango. 2 de septiembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo Camacho Reyes. Secretario: Alberto Caldera Macías.

Amparo en revisión (improcedencia) 521/95. Sara Martha Ramos Aguirre. 7 de diciembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Rodríguez Olmedo. Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa.

Amparo en revisión 431/97. Manuel Fernández Fernández. 15 de julio de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.

Amparo directo 466/98. Laura Esther Pruneda Barrera. 18 de febrero de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretaria: Martha Alejandra González Ramos.

Amparo en revisión 661/98. Ricardo Garduño González. 18 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.


Con lo anterior se acredita, que aunque legalmente sea permitido a los Juzgadores aplicar tesis y jurisprudencias por analogía para resolver algún conflicto, esto no quiere decir que cualquier criterio jurisprudencial pueda aplicarse por analogía o equiparación, sino que se requiere forzosamente que el punto jurídico sea EXACTAMENTE igual en el caso que se resuelve en la tesis o jurisprudencia, con independencia de que las características de la Jurisprudencia sea su generalidad, abstracción e impersonalidad, razón por la cual no es dable y mucho menos conforme a derecho, aplicar la Jurisprudencia en materia mercantil que aduce mi contraria en el presente juicio, ya que no se trata EXACTAMENTE del mismo caso a resolver, en virtud de que en materia mercantil se encuentra contemplado un supuesto que no existe en la legislación civil y que es, el hecho de que una vez presentada la demanda, se vuelva a iniciar el cómputo del plazo de la prescripción, y más aún cuando el juicio aún no se encuentra concluido.

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo vertido por la codemandada referente a que mi representada con la presentación de la demanda interrumpió el término de la prescripción pero supuestamente el plazo no queda en suspenso sino que vuelve a iniciarse de nueva cuenta para que opere la prescripción y el nuevo plazo, puede ser nuevamente interrumpido con cualquier actividad procesal realizada por mi poderdante, también lo es que en la especie, mi representada jamás dejó de actuar en el juicio por más de diez años, tan es así que en el presente juicio se dictó Sentencia Definitiva y se llegó a la etapa del remate; esto con independencia de que la autoridad de amparo haya ordenado se repusiera el procedimiento hasta el emplazamiento única y exclusivamente por lo que hace a la codemandada quejosa, lo que NO significa que desde el año de 1995, comenzara a contarse el supuesto nuevo plazo de prescripción que alude la recurrente, y más aún cuando la Sentencia de Amparo en comento, fue dictada en el año de 2008, en la cual se ordenó repetir de nueva cuenta el emplazamiento a la apelante, pero no se dejó insubsistente como tal todo lo actuado, tan es así que la repetición del emplazamiento y la tramitación del juicio SOLAMENTE fue en cuanto a la recurrente y no así respecto al otro codemandado.
De igual forma, mi contraria pretende confundir a los integrantes de esta H. Sala Civil, al querer dar una interpretación mañosa y dolosa al manifestar de forma contraria a derecho, que la acción hipotecaria ejercitada en tiempo y forma por mi representada, se encuentra prescrita por el simple hecho de que la Justicia de la Unión le concedió el amparo y en consecuencia se repuso el emplazamiento por lo que hace a mi contraria, aludiendo que desde la fecha de admisión de la demanda, siendo esto en el año de 1995, se debe de computar el supuesto nuevo término de la prescripción, situación que a todas luces resulta absurdo e improcedente; ya que como se ha reiterado anteriormente, la prescripción se interrumpe con el simple hecho de presentar la demanda, aclarando, que el hecho de que se haya ordenado de nueva cuenta se practicara el emplazamiento únicamente a la apelante, esto de ninguna manera significa que no se tuviera por presentada la demanda, que en si, al momento de la presentación de la misma, se tuvo por INTERRUMPIDA LA PRESCRIPCIÓN, lo que denota la mala fe de la demandada al pretender eludir sus obligaciones de pago, a base de argumentaciones inverosímiles.

Asimismo, es necesario recalcar que si bien es cierto que a la recurrente le fue concedido el amparo multicitado, esto no quiere decir que por ese amparo la acción intentada y acreditada por mi poderdante haya prescrito, ya que como se ha manifestado el simple hecho de la presentación de la demanda interrumpe el plazo de la prescripción, amén de que estando en el supuesto sin conceder y siguiendo la defectuosa y dolosa interpretación realizada por mi contraria al momento de expresar el agravio que en este acto se contesta, en el sentido de que al haberle concedido el amparo todo lo actuado quedo sin efectos y que por ende desde el año de 1995 se inició nuevamente el computo de la prescripción, dichas afirmaciones resultan ser contradictorias con lo manifestado y sustentado por la recurrente, ya que si refiere que todo lo actuado quedo nulo, entonces en donde queda la sentencia de amparo que le fue concedido, misma que se dictó en el año de 2008, por lo que siguiendo el absurdo y erróneo argumento de mi contraria, en todo caso el supuesto nuevo computo de la prescripción debió de haber iniciado en el año de 2008, ya que en ese año fue cuando se ordenó la reposición del emplazamiento y no desde el año de 1995, fecha en la que se presentó la demanda.

En consecuencia, sus Usías deberán de declarar INFUNDADO e IMPROCEDENTE el agravio correlativo que en este apartado se contesta por los siguientes razonamientos jurídicos que se encuentran debidamente sustentados y acreditados:

1.- Por el hecho de que la presentación de la demanda interrumpe la prescripción, tal y como lo ordena el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, con relación directa al artículo 19 del Código Civil para el Distrito Federal, que refiere que las controversias judiciales del orden civil, deberán de resolverse al pie de la letra de dicho ordenamiento legal.
2.- Por el hecho de que la demanda fue presentada en tiempo y forma, esto es mucho antes de que transcurrieran los diez años contados a partir de que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito, tal y como lo dispone el artículo 2918 del Código Civil para el Distrito Federal, situación que ha quedado debidamente acreditada en autos, así como por la confesión expresa de mi contraria de que la demanda fue presentada en tiempo y forma.

3.- Por el hecho de que lo vertido por mi contraria, no es aplicable al caso concreto y mucho menos resulta aplicable la Jurisprudencia MERCANTIL que invoca, ni siquiera por analogía o equiparación ya que el punto jurídico del presente juicio y el referido en la Jurisprudencia, no son EXACTAMENTE iguales, ya que la legislación mercantil si contempla el hecho de un nuevo inicio de término para la prescripción, situación que de ninguna forma contempla la legislación civil.

4.- Estando en el supuesto sin conceder de que sus Usías declararan aplicable la Jurisprudencia en materia MERCANTIL invocada por mi contraria, de igual forma deberán de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el correlativo que se contesta, en virtud de que la resolución que concede el amparo a la recurrente, se dictó en el año de 2008, por lo que en todo caso y sin conceder de que la interrupción de la prescripción por la presentación de la demanda no quedara en suspenso y se volviera a iniciar uno nuevo durante el juicio, este nuevo término iniciaría en el año de 2008, fecha en la que se ordenó reponer el emplazamiento de la apelante, por lo que ustedes CC. Magistrados deberán de declarar que de todos modos no han transcurrido los 10 años requeridos por la legislación civil, para que opere la prescripción.

Por lo anterior, solicito a ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala Civil, declaren IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio expresado por mi contraria y que en este apartado se contesta, debiendo de confirmar la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, así como ordenando se condene a la recurrente al pago de gastos y costas en ambas instancias.

SEGUNDO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta ABSURDO e IMPROCEDENTE, ya que mi poderdante si dio cabal cumplimiento a lo dispuesto por la fracción V del artículo 255 del Código de Procedimientos Civiles anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, en virtud de que los hechos SI fueron narrados sucintamente con claridad y precisión y no como de forma dolosa pretende hacerles creer mi contraria.
En el mismo orden de ideas, y por lo que respecta a lo vertido por mi contraria, referente a que en el hecho ocho del escrito inicial de demanda, mi poderdante no precisó las mensualidades que los codemandados dejaron de cubrir oportunamente; cabe precisar a Ustedes CC. Magistrados, que tal y como se desprende del hecho ocho de la demanda inicial, se manifestó que los codemandados dejaron de pagar mas de dos pagos, habiendo hecho referencia y remitido al Certificado de Adeudos signado por Contador Público facultado, del cual de forma clara, precisa y pormenorizada, se detallaron las fechas en que los codemandados dejaron de cumplir con sus obligaciones de pago entre otras cosas, haciendo notar que como Ustedes saben, los documentos base de la acción y demás documentos que se exhiben con la demanda, forman parte íntegra de ésta, ya que cuando se emplaza a juicio, la Legislación aplicable refiere que se deberá de correr traslado al demandado con copias de la demanda y DOCUMENTOS que con la misma se exhibieron; lo anterior es así, porque sería absurdo y vulneraría el Principio de Economía Procesal, ya que de lo contraria, en cualquier juicio que se fundara en un contrato o algún documento, este tendría que transcribirse de forma textual e integra en todas sus partes, situación que de ninguna manera se aplica en nuestra praxis jurídica.
De igual forma, es menester referir que los documentos que se exhiben con un escrito inicial de demanda, deben de ser analizados, ya que el Juzgador al entrar al estudio de la demanda, no se limita al escrito inicial, sino que comprende el análisis de los documentos que la acompañan pues son parte íntegra de la misma, razón por la cual si bien es cierto que nuestra legislación refiere que en la demanda deben expresarse con claridad y precisión los hechos en que el actor funde su demanda, también lo es que dicho requisito se cumple cuando se hizo remisión expresa al Certificado de Adeudos en el que se detalla de forma clara y precisa las mensualidades adeudadas por mi contraria, así como la fecha de incumplimiento, montos y conceptos adeudados entre otras cosas, recalcando que dicha remisión no implica omisión u oscuridad de la demanda, porque con la remisión aunada al traslado que se le corrió con la copia de la demanda y documentos que a la misma se exhibieron a la apelante, ésta tuvo conocimiento oportuno de los mismos para poder preparar adecuadamente su defensa, por lo que de ninguna manera se le dejó en estado de indefensión.
Ahora bien, cabe resaltar que no por el hecho de que mi representada hubiere puesto en forma textual dentro del escrito inicial de demanda las mensualidades que los codemandados dejaron de cubrir de manera oportuna, esto NO significa de ninguna manera que se este dejando en estado de indefensión a los enjuiciados, ya que al ser emplazados a juicio se les corrió traslado con la demanda así como con todos y cada uno de los documentos base de la acción y los documentos que se acompañaron oportunamente al escrito inicial, dentro de los que se encontraba el Certificado de Adeudo emitido por Contador Público facultado para tal efecto, en el que se detalla de forma clara, precisa y pormenorizada,  las mensualidades no cubiertas oportunamente por los codemandados entre otras cosas, por lo que resulta evidente que mi contraria al haber sido emplazada a juicio, conoció el contenido del estado contable de referencia y por ende, tenía PLENO CONOCIMIENTO DE LAS MENSUALIDADES QUE DEJÓ DE CUBRIR, por lo que de ninguna forma puede alegar que se le dejó en pleno estado de indefensión.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 181,982

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Marzo de 2004

Tesis: 1a./J. 63/2003

Página: 11

DEMANDA. LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN, SE CUMPLE CUANDO EL ACTOR HACE REMISIÓN EXPRESA Y DETALLADA A SITUACIONES, DATOS O A LOS CONTENIDOS EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS A ELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE SONORA Y PUEBLA).

Si bien es cierto que los artículos 227, fracción VI, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora y 229, fracción V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano del Estado de Puebla, de aplicación supletoria a los juicios mercantiles, establecen el imperativo de que en la demanda se expresen con claridad y precisión los hechos en que se sustente la acción que se ejercite, también lo es que tal obligación se cumple cuando el actor hace remisión expresa y detallada a situaciones, datos o hechos contenidos en los documentos exhibidos junto con la demanda, aun cuando éstos constituyan base de la acción, pues con esa remisión, aunada al traslado que se le corre con la copia de ellos, la parte demandada tendrá conocimiento de esos hechos para así preparar su defensa y aportar las pruebas adecuadas para desvirtuarlos.
Contradicción de tesis 26/2002-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2003. Mayoría de 3 votos. Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.

Tesis de jurisprudencia 63/2003. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil tres.

Con lo anterior, queda plenamente acreditado que el escrito inicial de demanda no es oscuro como de forma dolosa lo refiere mi contraria, al igual que se acredita que la misma en ningún momento estuvo en estado de indefensión como de forma irrisoria lo expone, situación que solamente denota la mala fe y el dolo con el que se conduce, a efecto de eludir sus obligaciones de pago que existe con mi poderdante.

Amén de lo anterior, cabe recalcar a Ustedes CC. Magistrados, que la Jurisprudencia J/31 invocada por mi contraria identificada con el rubro “DEMANDA CIVIL DEBE CONTENER LOS HECHOS EN QUE SE FUNDE LA PRETENSIÓN DEL ACTOR Y NO EXTRAERLOS DE LOS DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO””, emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, jerárquicamente es inferior a la Jurisprudencia 63/2003 invocada por el suscrito bajo el rubro “DEMANDA. LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN, SE CUMPLE CUANDO EL ACTOR HACE REMISIÓN EXPRESA Y DETALLADA A SITUACIONES, DATOS O A LOS CONTENIDOS EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS A ELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE SONORA Y PUEBLA)”, en virtud de que ésta es emitida por la PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, siendo que ésta es de aplicación obligatoria por ser jerárquicamente superior el órgano que la emite.

 Por lo anterior, sus Usías deberán de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el agravio hecho valer por la recurrente y que en este apartado se contesta, debiendo de confirmar la sentencia emitida por el A quo, así como ordenar se condene a la apelante al pago de gastos y costas en ambas instancias.
TERCERO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta INFUNDADO, IMPROCEDENTE e INOPERANTE, en atención a que de ninguna manera, el A quo suple una deficiencia de la actora al hacer la conversión de nuevos pesos a nuestro actual sistema monetario nacional, en virtud de que el escrito inicial de demanda con el que inició el presente juicio, fue presentado cuando en nuestro país la denominación monetaria era en Nuevos Pesos, razón por la cual se demandó de esa forma. Ahora bien no por el hecho de que en el año de 1996 haya cambiado la denominación de Nuevos Pesos a Pesos, quiere decir que el A quo haya suplido alguna deficiencia, ya que no existe deficiencia alguna, aclarando que el hecho de cambio de denominación monetaria por tratarse de un hecho público y conocido por todos, no es necesario acreditarse y más cuando dicho cambio de denominación es obligatorio en todo el territorio nacional, siendo ésta reforma ordenada por el Poder Ejecutivo de nuestra Nación, por lo que resulta absurdo que mi contraria pretenda eludir sus obligaciones de pago con manifestaciones sin sustento legal alguno.
En efecto, cabe recalcar que el A quo en ningún momento esta supliendo deficiencia alguna, así como también se aclara que la sentencia recurrida por mi contraria, de ninguna forma es contradictoria como de forma dolosa lo refiere, ya que como se ha manifestado con antelación, el cambio de la denominación monetaria es de observancia obligatoria y general en todo el territorio nacional desde el año de 1996.
Por lo contrario, el A quo resolvió de forma adecuada al condenar a pagar a mi contraria en “PESOS”, ya que es la realidad actual de la denominación monetaria en nuestro país, aunado a que no le para perjuicio alguno a mi contraria, ya que lo que el A quo realizó, fue aplicar el equivalente de la actual denominación monetaria en nuestro país.
A efecto de robustecer lo anteriormente vertido, sito la siguiente jurisprudencia que es aplicable por analogía, en virtud de que el presente juicio sigue la misma forma y mecanismo en cuanto a la aplicación del equivalente a la denominación monetaria actual al momento de una resolución, jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 197535

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VI, Octubre de 1997

Materia(s): Común

Tesis: I.2o.A. J/16        

Página:   646

MULTAS PREVISTAS POR EL ARTÍCULO 59 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SU CUANTÍA, DE ACUERDO CON EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO.

La Ley de Amparo prevé la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual, en su artículo 59, fracción I, establece como medio de apremio "multas hasta de mil pesos". Ahora bien, el decreto por el que se crea una nueva unidad del sistema monetario, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 1992, establece en su artículo 1o. que esa nueva unidad monetaria es equivalente a mil pesos actuales (de 1992); que conservará el nombre de "peso", y que se dividirá en cien "centavos"; y a su vez, el artículo 9o. transitorio del indicado decreto señala que: "Noveno. Las expresiones en moneda nacional contenidas en leyes, reglamentos, circulares u otras disposiciones que hayan entrado en vigor con anterioridad al 1o. de enero de 1993, se entenderán referidas a la unidad monetaria que se sustituye. Al computar, expresar o pagar dichas cantidades en la nueva unidad monetaria, se aplicará la equivalencia establecida en el artículo 1o.". De acuerdo con lo anterior, la cantidad de mil pesos a que se refiere el artículo 59, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, se entiende referida a la unidad monetaria que fue sustituida, puesto que dicho código entró en vigor con anterioridad al primero de enero de 1993; motivo por el cual, para la cuantificación de las multas correspondientes, en la nueva unidad monetaria, se tiene que aplicar la equivalencia establecida en el artículo 1o. antes citado, lo cual da como resultado que el monto superior de la indicada multa corresponda a un nuevo peso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 292/94. Director General Jurídico y de Estudios Legislativos del Departamento del Distrito Federal. 16 de junio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretaria: Alejandra de León González.

Queja 92/96. Bosques de Chihuahua, S. de R.L. de C.V. 7 de marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Antonieta Azuela de Ramírez. Secretario: Salvador Flores Carmona.

Queja 112/97. Director de Recursos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y otro. 28 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Lorenzo Hernández García.

Queja 222/97. Consejo de Honor y de Justicia de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. 25 de abril de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero.

Queja 832/97. Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal. 12 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero.

Véase:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI-Agosto, tesis VI.1o.10 K, página 759, de rubro: "MONEDA NACIONAL. SU EQUIVALENCIA CONFORME AL DECRETO PUBLICADO EL 22 DE JUNIO DE 1992, RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS Y CIRCULARES VIGENTES CON ANTERIORIDAD AL 1o. DE ENERO DE 1993." y Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIII-Marzo, tesis I.8o.C 46 C, página 402, de rubro: "MULTAS. LAS EXPRESIONES EN MONEDA NACIONAL CONTENIDAS EN LEYES QUE ENTRARON EN VIGOR CON ANTERIORIDAD AL PRIMERO DE ENERO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES, SE ENTENDERÁN REFERIDAS A LA UNIDAD MONETARIA QUE SE SUSTITUYE.".

Notas: 

Esta tesis contendió en la contradicción 15/2001-PL resuelta por la Segunda Sala, de la que derivó la tesis 2a./J. 85/2002, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 269, con el rubro: "MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES."

Por ejecutoria de fecha 19 de septiembre de 2001, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 84/2000 en que participó el presente criterio.

Ahora bien, con independencia de lo anterior, es necesario hacer notar a sus Usías, que el demandado de forma dolosa y con la plena intención de dilatar el presente procedimiento, alude como parte de su supuesto agravio, el hecho de que al haber conseguido la obtención del amparo y por ende se ordeno reponer el emplazamiento ÚNICA y EXCLUSIVAMENTE por lo que hace a la apelante, refiere que por tal motivo se debió de haber actualizado la demanda a la denominación monetaria, situación que como ustedes saben es falsa y contraria a derecho, en atención a que en primer lugar el amparo solamente protege al quejoso en este caso la recurrente, pero de ninguna forma protege a los demás como lo es el otro codemandado, por lo que no es dable que al codemandado Jorge Casillas Franco se le Juzgara con una denominación y a la apelante con otra, ya que como se ha mencionado, el amparo fue para el efecto de reponer el emplazamiento de la codemandada apelante y no de los demás.
Por lo anterior, deberán de declarar improcedente e infundado el agravio correlativo que se contesta y en su caso confirmar en todas y cada una de sus partes la Sentencia Definitiva dictada por el A quo.

CUARTO.- El agravio correlativo que en este apartado se contesta, resulta ABSURDO, IMPROCEDENTE e INFUNDADO, en atención a que mi contraria pretende que el amparo que ella exclusivamente promovió, le sea aplicable y favorable al codemandado Jorge Casillas Franco, el cual nunca solicito o promovió amparo alguno, amén de que es sabido que el amparo solo protege al quejoso, siendo en el caso concreto la apelante la quejosa, mas no así el codemandado antes referido.

Asimismo, mi contraria denota la intención de esgrimir agravios sin sustento legal alguno, con la plena intención de dilatar el presente juicio, aunado a tratar de eludir sus obligaciones de pago valiéndose de argumentos como es el hecho de que supuestamente el A quo omitió emplazar a juicio al codemandado Jorge Casillas Franco, situación que de ninguna forma acontece en el presente juicio, ya que como se ha mencionado, el amparo fue otorgado única y exclusivamente a lo hoy recurrente, amén de que dicho amparo fue para efecto de reponer el emplazamiento de la quejosa mas no así del Señor Jorge Casillas Franco.
Por lo anterior, deberán declarar improcedente e infundado el agravio correlativo hecho valer por la recurrente, debiendo de confirmar en todas y cada una de sus partes la resolución dictada por el A quo que por este medio combate mi contraria.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS atentamente solicito se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, dando contestación a todos y cada uno de los infundados e improcedentes agravios hechos valer por mi contraria.


SEGUNDO.- Se sirvan tenerme por señalado domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como por autorizados a los profesionistas que se mencionan para los fines precisados.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la sentencia que conforme a derecho corresponda, debiendo de declarar improcedentes e infundados todos y cada uno de los agravios esgrimidos por mi contraria, debiendo en consecuencia, confirmar la Sentencia Definitiva dictada por el A quo.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

NORA MITZY CHACON FLORES

México, Distrito Federal a dieciocho de febrero de dos mil diez.
QUEJOSO: LAURA BORJA SANSON

TERCERO PERJUDICADO: BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS

 S.A. DE C.V.

AMPARO DIRECTO: DC 365/2010

H. DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN

MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
MARIA DEL SOCORRO PEREZ PEREZ, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del Instrumento Notarial numero 46, 734 –cuarenta y seis mil setecientos treinta y cuatro-, documento que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en la calle Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06700, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando para los mismos efectos así como para imponerse de autos, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, TANIA KARLA BAUTISTA TERÁN con Cédula Profesional 5511851; VÍCTOR HUGO FLORES RAMÍREZ con cédula profesional número 6207316; así como a los Pasantes en Derecho los CC. VÍCTOR DANIEL VÁZQUEZ MORENO, VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, RAÚL ALFARO MORENO y CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a formular por parte de mi representada en su carácter de tercero perjudicado, las alegaciones respectivas que a continuación se hacen valer en los siguientes términos:

ALEGACIONES

A) Respecto al “PRIMER CONCEPTO DE VIOLACIÓN” hecho valer por la Quejosa, cabe manifestar a este H. Tribunal Colegiado, que el mismo resulta INFUNDADO e IMPROCEDENTE, ya que esencialmente la quejosa se duele del acto reclamado, en virtud de que el Ad quem confirmó la Sentencia Definitiva dictada por el A quo, respecto a que no opero el término de 10 años para que operara la prescripción de la acción hipotecaria.

En efecto, dicho concepto de violación que en este acto me permito contestar, como se ha manifestado resulta infundado e improcedente, en atención a que la tercera perjudicada de forma dolosa y contraria a derecho, pretende CONFUNDIR la buena fe de este H. Tribunal Colegiado, en atención a que resulta absurdo lo manifestado por la recurrente, referente a que si bien es cierto que la presentación de la demanda interrumpe el plazo de la prescripción, según mi contraria, el plazo de la prescripción no queda en suspenso, sino que se vuelve a iniciar de nueva cuenta una vez que dicha demanda es admitida y para volver a interrumpir el supuesto nuevo plazo de la prescripción, es necesario que la actora realice cualquier actividad procesal, situación que en materia civil no acontece de esa forma y por ende, lo manifestado por la Quejosa de ninguna manera es conforme a derecho.


En efecto, el concepto de violación esgrimido por la quejosa y que en este acto nos referimos, es infundado, ya que en primer lugar, el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal anterior a las reformas de 24 de mayo de 1996, establece en forma textual lo siguiente:


“Artículo 258.- Los efectos de la presentación de la demanda son: interrumpir la prescripción, si no lo está por otros medios, señalar el principio de la instancia y determinar el valor de las prestaciones exigidas, cuando no pueda referirse a otro tiempo.”


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar el siguiente criterio jurisprudencial que a la letra dice:

No. Registro: 191,176

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XII, Septiembre de 2000

Tesis: XI.2o. J/16

Página: 661

PRESCRIPCIÓN, INTERRUPCIÓN DE LA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MICHOACÁN).

El artículo 341, fracción I, del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Michoacán, establece que los efectos del emplazamiento son, entre otros, "interrumpir la prescripción si no lo está por otros medios"; disposición de la que se desprende que basta la presentación de la demanda, para que se interrumpa la prescripción; lo cual tiene su razón de ser porque la tardanza o dilación en el emplazamiento no sería culpa del actor, después de que éste haya hecho una manifestación de no dejar dormido su derecho frente al deudor, ni le sería a él imputable, porque ello es ya una cuestión que le compete a la autoridad y si ella se da por causas que no sean atribuibles al actor, como lo serían el desconocimiento del domicilio del demandado o que el juzgador no quiera dar trámite a la demanda, éste no tiene por qué sufrir las consecuencias de algo que le es ajeno.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 525/89. Juan Ruiz Reyes. 17 de enero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Enrique Castillo Morales. Secretario: José Gutiérrez Verduzco.

Amparo directo 129/90. Javier Ramos Valencia. 26 de abril de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Amparo directo 616/92. José López Espino. 2 de diciembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Amparo directo 633/92. René Guízar Zepeda. 6 de enero de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: María Cristina Torres Pacheco.

Amparo directo 246/2000. Antonio Echevarría Aguilar y otra. 23 de junio de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Murillo Delgado. Secretaria: Libertad Rodríguez Verduzco.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo IV, Materia Civil, página 218, tesis 322, con rubro: "PRESCRIPCIÓN, INTERRUPCIÓN DE LA, POR LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA.".

No. Registro: 241,340

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Séptima Época

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

84 Cuarta Parte

Tesis: 

Página: 15

Genealogía:  Apéndice 1917-1985, Cuarta Parte, Tercera Sala, tesis 223, página 641.

Apéndice 1917-1995, Tomo IV, Primera Parte, tesis 322, página 218.

PRESCRIPCION, INTERRUPCION DE LA, POR LA PRESENTACION DE LA DEMANDA.

La presentación de la demanda interrumpe la prescripción, por la consideración de que no es culpa del actor, después de haber hecho una manifestación de no dejar dormido su derecho frente al deudor, ni le es imputable, la tardanza o dilación de hacer el emplazamiento, porque esa es ya cuestión de la autoridad.

Quinta Epoca:

Tomo CXVII, página 769. Amparo civil directo 449/52. Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana. 24 de agosto de 1953. Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Sexta Epoca, Cuarta Parte:

Volumen XXXII, página 211. Amparo directo 4189/57. Cía. de Fianzas Lotonal, S.A. 19 de febrero de 1960. Cinco votos. Ponente: José López Lira.

Volumen CX, página 64. Amparo directo 8271/65. General Electric, S.A. de C.V. 17 de agosto de 1966. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Enrique Martínez Ulloa.

Volumen CXXVII, página 39. Amparo directo 5931/65. Benito R. Blancas. 26 de enero de 1968. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ernesto Solís López.

Séptima Epoca, Cuarta Parte:

Volumen 82, página 73. Amparo directo 3778/74. Margarita Aznar de Juárez y otro. 29 de octubre de 1975. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Salvador Mondragón Guerra. Ponente: José Ramón Palacios Vargas. 


De lo anterior se desprende, que el simple hecho de la presentación de la demanda interrumpe la prescripción, ya que en ningún numeral refiere que dicha interrupción del plazo de la prescripción comenzará nuevamente en caso de que el actor no realice alguna actividad procesal, amén de que el contenido del precepto legal antes invocado, es por demás claro y preciso, razón por la cual el mismo se debe de aplicar al pie de la letra, esto es, que el simple hecho de presentar la demanda, tiene como efecto interrumpir la prescripción, y más aún cuando dicho artículo no es susceptible de interpretación diversa al ser mas que claro y preciso; manifestación que encuentra sustento legal en el artículo 19 del Código Civil para el Distrito Federal, mismo que a la letra dice:


“Artículo 19.- Las controversias judiciales del orden civil deberán resolverse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica. A falta de ley se resolverán conforme a los principios generales de derecho.”

Por lo anterior, es que si el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, es claro, preciso y no da pauta a una interpretación diversa como de forma dolosa pretende hacerles creer la quejosa; el mismo debe de aplicarse al pie de la letra y por ende, en las controversias de orden civil como es el caso en concreto, no aplica lo manifestado por el recurrente respecto a que se vuelve a iniciar nuevamente el plazo de la prescripción una vez presentada la demanda, y más aún, cuando el presente juicio se encuentra pendiente de resolverse.


Ahora bien, y por lo que respecta a la Jurisprudencia que mi contraria refiere en el concepto de violación correlativo que se contesta, titulada “PRESCRIPCION EN MATERIA MERCANTIL INTERRUPCION DE LA.”, y con la que de forma dolosa, errónea y contraria a derecho pretende sustentar o robustecer sus falaces manifestaciones, es necesario hacer notar a sus Usías, que dicha Jurisprudencia no es aplicable al caso concreto y la misma NO puede ser aplicada por analogía en el presente juicio, en atención a que en primer lugar, la misma es sobre materia mercantil, siendo una materia totalmente diferente a la civil, aunado a que como lo he mencionado en párrafos anteriores, las controversias judiciales del orden civil, deben de resolverse al pie de la letra, por lo que si el Código Adjetivo y Sustantivo de la materia contempla y refiere que el plazo de la prescripción se interrumpe con el solo hecho de presentar la demanda, el presente juicio debe de resolverse conforme a lo establecido en dicho ordenamiento legal. Amén de lo anterior, cabe precisar a este H. Tribunal Colegiado, que si efectivamente las tesis o jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación pueden ser aplicadas por analogía, también lo es que solamente se pueden aplicar por analogía o equiparación cuando los razonamientos jurídicos que se contienen en una tesis o jurisprudencia son exactamente iguales en el caso a resolver, situación que no acontece en el caso en concreto, en virtud de que por un lado y como ya se ha referido, la Jurisprudencia invocada por mi contraria es en materia mercantil y el presente juicio es civil; y por el otro lado, el contenido de la Jurisprudencia referida por mi contraria, no contiene exactamente el mismo caso a resolver, ya que como se desprende del Código de Comercio, dicha legislación SI contempla de forma textual el supuesto de que nuevamente empiece a computarse el término de la prescripción, tal y como se observa del artículo 1042 del Código de Comercio; supuesto que el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal aplicable al presente asunto NO CONTEMPLA, debiendo de resolverse el presente juicio al pie de la letra de la legislación civil que es la aplicable en el presente juicio, y no la mercantil como pretende hacerles creer la recurrente.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito insertar la siguiente jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 193,841

Jurisprudencia

Materia(s): Administrativa

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

IX, Junio de 1999

Tesis: VIII.2o. J/26

Página: 837

ANALOGÍA, PROCEDE LA APLICACIÓN POR, DE LA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

Es infundado que las tesis o jurisprudencias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o sus Salas, no puedan ser aplicadas por analogía o equiparación, ya que el artículo 14 constitucional, únicamente lo prohíbe en relación a juicios del orden criminal, pero cuando el juzgador para la solución de un conflicto aplica por analogía o equiparación los razonamientos jurídicos que se contienen en una tesis o jurisprudencia, es procedente si el punto jurídico es exactamente igual en el caso a resolver que en la tesis, máxime que las características de la jurisprudencia son su generalidad, abstracción e impersonalidad del criterio jurídico que contiene.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Amparo en revisión 236/93. Comisariado Ejidal del Poblado J. Guadalupe Rodríguez, Municipio de Nazas, Durango. 2 de septiembre de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Pablo Camacho Reyes. Secretario: Alberto Caldera Macías.

Amparo en revisión (improcedencia) 521/95. Sara Martha Ramos Aguirre. 7 de diciembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Rodríguez Olmedo. Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa.

Amparo en revisión 431/97. Manuel Fernández Fernández. 15 de julio de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.

Amparo directo 466/98. Laura Esther Pruneda Barrera. 18 de febrero de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretaria: Martha Alejandra González Ramos.

Amparo en revisión 661/98. Ricardo Garduño González. 18 de marzo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Elías H. Banda Aguilar. Secretario: Rodolfo Castro León.


Con lo anterior se acredita, que aunque legalmente sea permitido a los Juzgadores aplicar tesis y jurisprudencias por analogía para resolver algún conflicto, esto no quiere decir que cualquier criterio jurisprudencial pueda aplicarse por analogía o equiparación, sino que se requiere forzosamente que el punto jurídico sea EXACTAMENTE igual en el caso que se resuelve en la tesis o jurisprudencia, con independencia de que las características de la Jurisprudencia sea su generalidad, abstracción e impersonalidad, razón por la cual no es dable y mucho menos conforme a derecho, aplicar la Jurisprudencia en materia mercantil que aduce mi contraria en el presente juicio, ya que no se trata EXACTAMENTE del mismo caso a resolver, en virtud de que en materia mercantil se encuentra contemplado un supuesto que no existe en la legislación civil y que es, el hecho de que una vez presentada la demanda, se vuelva a iniciar el cómputo del plazo de la prescripción, y más aún cuando el juicio aún no se encuentra concluido.

Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder de que lo vertido por la quejosa referente a que mi representada con la presentación de la demanda interrumpió el término de la prescripción pero supuestamente el plazo no queda en suspenso sino que vuelve a iniciarse de nueva cuenta para que opere la prescripción y el nuevo plazo, puede ser nuevamente interrumpido con cualquier actividad procesal realizada por mi poderdante, también lo es que en la especie, mi representada jamás dejó de actuar en el juicio por más de diez años, tan es así que en el presente juicio se dictó Sentencia Definitiva y se llegó a la etapa del remate; esto con independencia de que la autoridad de amparo haya ordenado se repusiera el procedimiento hasta el emplazamiento única y exclusivamente por lo que hace a la codemandada ahora quejosa, lo que NO significa que desde el año de 1995, comenzara a contarse el supuesto nuevo plazo de prescripción que alude la recurrente, y más aún cuando la Sentencia de Amparo en comento, fue dictada en el año de 2008, en la cual se ordenó repetir de nueva cuenta el emplazamiento a la hoy quejosa, pero no se dejó insubsistente como tal todo lo actuado, tan es así que la repetición del emplazamiento y la tramitación del juicio SOLAMENTE fue en cuanto a la recurrente y no así respecto al otro codemandado.

De igual forma, mi contraria pretende confundir a los integrantes de esta H. Tribunal Colegiado, al querer dar una interpretación mañosa y dolosa al manifestar de forma contraria a derecho, que la acción hipotecaria ejercitada en tiempo y forma por mi representada, se encuentra prescrita por el simple hecho de que la Justicia de la Unión le concedió el amparo y en consecuencia se repuso el emplazamiento por lo que hace a la recurrente, aludiendo que desde la fecha de admisión de la demanda, siendo esto en el año de 1995, se debe de computar el supuesto nuevo término de la prescripción, situación que a todas luces resulta absurdo e improcedente; ya que como se ha reiterado anteriormente, la prescripción se interrumpe con el simple hecho de presentar la demanda, aclarando, que el hecho de que se haya ordenado de nueva cuenta se practicara el emplazamiento únicamente a la hoy quejosa, esto de ninguna manera significa que no se tuviera por presentada la demanda, que en si, al momento de la presentación de la misma, se tuvo por INTERRUMPIDA LA PRESCRIPCIÓN, lo que denota la mala fe de la demandada hoy quejosa al pretender eludir sus obligaciones de pago, a base de argumentaciones inverosímiles.

Asimismo, es necesario recalcar que si bien es cierto que a la recurrente le fue concedido el amparo multicitado, esto no quiere decir que por ese amparo la acción intentada y acreditada por mi poderdante haya prescrito, ya que como se ha manifestado el simple hecho de la presentación de la demanda interrumpe el plazo de la prescripción, amén de que estando en el supuesto sin conceder y siguiendo la defectuosa y dolosa interpretación realizada por mi contraria al momento de expresar el concepto de violación que en este acto se contesta, en el sentido de que al haberle concedido el amparo todo lo actuado quedo sin efectos y que por ende desde el año de 1995 se inició nuevamente el computo de la prescripción, dichas afirmaciones resultan ser contradictorias con lo manifestado y sustentado por la recurrente, ya que si refiere que todo lo actuado quedo nulo, entonces en donde queda la sentencia de amparo que le fue concedido, misma que se dictó en el año de 2008, por lo que siguiendo el absurdo y erróneo argumento de mi contraria, en todo caso el supuesto nuevo computo de la prescripción debió de haber iniciado en el año de 2008, ya que en ese año fue cuando se ordenó la reposición del emplazamiento y no desde el año de 1995, fecha en la que se presentó la demanda.

En consecuencia, sus Usías deberán de declarar INFUNDADO e IMPROCEDENTE el concepto de violación correlativo que en este apartado se contesta por los siguientes razonamientos jurídicos que se encuentran debidamente sustentados, fundados y acreditados por lo siguiente:

1.- Por el hecho de que la presentación de la demanda interrumpe la prescripción, tal y como lo ordena el artículo 258 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, con relación directa al artículo 19 del Código Civil para el Distrito Federal, que refiere que las controversias judiciales del orden civil, deberán de resolverse al pie de la letra de dicho ordenamiento legal.

2.- Por el hecho de que la demanda fue presentada en tiempo y forma, esto es mucho antes de que transcurrieran los diez años contados a partir de que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito, tal y como lo dispone el artículo 2918 del Código Civil para el Distrito Federal, situación que ha quedado debidamente acreditada en autos, así como por la confesión expresa de mi contraria de que la demanda fue presentada en tiempo y forma.

3.- Por el hecho de que lo vertido por la quejosa, no es aplicable al caso concreto y mucho menos resulta aplicable la Jurisprudencia MERCANTIL que invoca, ni siquiera por analogía o equiparación ya que el punto jurídico del presente juicio y el referido en la Jurisprudencia, no son EXACTAMENTE iguales, ya que la legislación mercantil si contempla el hecho de un nuevo inicio de término para la prescripción, situación que de ninguna forma contempla la legislación civil.

4.- Estando en el supuesto sin conceder de que sus Usías declararan aplicable la Jurisprudencia en materia MERCANTIL invocada por mi contraria, de igual forma deberán de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el correlativo que se contesta, en virtud de que la resolución que concede el amparo a la recurrente, se dictó en el año de 2008, por lo que en todo caso y sin conceder de que la interrupción de la prescripción por la presentación de la demanda no quedara en suspenso y se volviera a iniciar uno nuevo durante el juicio, este nuevo término iniciaría en el año de 2008, fecha en la que se ordenó reponer el emplazamiento de la apelante, por lo que ustedes CC. Integrantes de este H. Tribunal Colegiado deberán de declarar que de todos modos no han transcurrido los 10 años requeridos por la legislación civil, para que opere la prescripción.

Por lo anterior, solicito a este H. Tribunal Colegiado, declaren IMPROCEDENTE e INFUNDADO el concepto de violación expresado por la quejosa y que en este apartado se contesta, debiendo de confirmar la Sentencia dictada por el Ad quem y por ende, negar la protección y el Amparo de la Justicia Federal a la quejosa.
B) Ahora bien, y respecto al “SEGUNDO CONCEPTO DE VIOLACIÓN” hecho valer por la hoy quejosa, el mismo resulta INFUNDADO e IMPROCEDENTE, ya que mi poderdante si dio cabal cumplimiento a lo dispuesto por la fracción V del artículo 255 del Código de Procedimientos Civiles anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, en virtud de que los hechos SI fueron narrados sucintamente con claridad y precisión y no como de forma dolosa pretende hacerles creer la quejosa.

En el mismo orden de ideas, y por lo que respecta a lo vertido por la quejosa, referente a que en el hecho ocho del escrito inicial de demanda, mi poderdante no precisó las mensualidades que los codemandados dejaron de cubrir oportunamente; cabe precisar a este H. Tribunal Colegiado, que tal y como se desprende del hecho ocho de la demanda inicial, se manifestó que los codemandados dejaron de pagar mas de dos pagos, habiendo hecho referencia y remitido al Certificado de Adeudos signado por Contador Público facultado, del cual de forma clara, precisa y pormenorizada, se detallaron las fechas en que los codemandados dejaron de cumplir con sus obligaciones de pago entre otras cosas, haciendo notar que como Ustedes saben, los documentos base de la acción y demás documentos que se exhiben con la demanda, forman parte íntegra de ésta, ya que cuando se emplaza a juicio, la Legislación aplicable refiere que se deberá de correr traslado al demandado con copias de la demanda y DOCUMENTOS que con la misma se exhibieron; lo anterior es así, porque sería absurdo y vulneraría el Principio de Economía Procesal, ya que de lo contraria, en cualquier juicio que se fundara en un contrato o algún documento, este tendría que transcribirse de forma textual e integra en todas sus partes, situación que de ninguna manera se aplica en nuestra praxis jurídica.

De igual forma, es menester referir que los documentos que se exhiben con un escrito inicial de demanda, deben de ser analizados, ya que el Juzgador al entrar al estudio de la demanda, no se limita al escrito inicial, sino que comprende el análisis de los documentos que la acompañan pues son parte íntegra de la misma, razón por la cual si bien es cierto que nuestra legislación refiere que en la demanda deben expresarse con claridad y precisión los hechos en que el actor funde su demanda, también lo es que dicho requisito se cumple cuando se hizo remisión expresa al Certificado de Adeudos en el que se detalla de forma clara y precisa las mensualidades adeudadas por mi contraria, así como la fecha de incumplimiento, montos y conceptos adeudados entre otras cosas, recalcando que dicha remisión no implica omisión u oscuridad de la demanda, porque con la remisión aunada al traslado que se le corrió con la copia de la demanda y documentos que a la misma se exhibieron a la apelante, ésta tuvo conocimiento oportuno de los mismos para poder preparar adecuadamente su defensa, por lo que de ninguna manera se le dejó en estado de indefensión.

Ahora bien, cabe resaltar que no por el hecho de que mi representada hubiere puesto en forma textual dentro del escrito inicial de demanda las mensualidades que los codemandados dejaron de cubrir de manera oportuna, esto NO significa de ninguna manera que se este dejando en estado de indefensión a la quejosa, ya que al ser emplazada a juicio se le corrió traslado con la demanda así como con todos y cada uno de los documentos base de la acción y los documentos que se acompañaron oportunamente al escrito inicial, dentro de los que se encontraba el Certificado de Adeudo emitido por Contador Público facultado para tal efecto, en el que se detalla de forma clara, precisa y pormenorizada,  las mensualidades no cubiertas oportunamente por los codemandados entre otras cosas, por lo que resulta evidente que la quejosa al haber sido emplazada a juicio, conoció el contenido del estado contable de referencia y por ende, tenía PLENO CONOCIMIENTO DE LAS MENSUALIDADES QUE DEJÓ DE CUBRIR, por lo que de ninguna forma puede alegar que se le dejó en pleno estado de indefensión.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 181,982

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIX, Marzo de 2004

Tesis: 1a./J. 63/2003

Página: 11

DEMANDA. LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN, SE CUMPLE CUANDO EL ACTOR HACE REMISIÓN EXPRESA Y DETALLADA A SITUACIONES, DATOS O A LOS CONTENIDOS EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS A ELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE SONORA Y PUEBLA).

Si bien es cierto que los artículos 227, fracción VI, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora y 229, fracción V, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano del Estado de Puebla, de aplicación supletoria a los juicios mercantiles, establecen el imperativo de que en la demanda se expresen con claridad y precisión los hechos en que se sustente la acción que se ejercite, también lo es que tal obligación se cumple cuando el actor hace remisión expresa y detallada a situaciones, datos o hechos contenidos en los documentos exhibidos junto con la demanda, aun cuando éstos constituyan base de la acción, pues con esa remisión, aunada al traslado que se le corre con la copia de ellos, la parte demandada tendrá conocimiento de esos hechos para así preparar su defensa y aportar las pruebas adecuadas para desvirtuarlos.
Contradicción de tesis 26/2002-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 12 de noviembre de 2003. Mayoría de 3 votos. Disidente: Juventino V. Castro y Castro. Ausente: Humberto Román Palacios. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez Reyes.

Tesis de jurisprudencia 63/2003. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de doce de noviembre de dos mil tres.

Con lo anterior, queda plenamente acreditado que el escrito inicial de demanda no es oscuro como de forma dolosa lo refiere la quejosa, al igual que se acredita que la misma en ningún momento estuvo en estado de indefensión como de forma irrisoria lo expone, situación que solamente denota la mala fe y el dolo con el que se conduce, a efecto de eludir sus obligaciones de pago que existe con mi poderdante.

Amén de lo anterior, cabe recalcar a este H. Tribunal Colegiado, que la Jurisprudencia J/31 invocada por mi contraria identificada con el rubro “DEMANDA CIVIL DEBE CONTENER LOS HECHOS EN QUE SE FUNDE LA PRETENSIÓN DEL ACTOR Y NO EXTRAERLOS DE LOS DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO””, emitida por el Primer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, jerárquicamente es inferior a la Jurisprudencia 63/2003 invocada por la suscrita bajo el rubro “DEMANDA. LA OBLIGACIÓN DE EXPRESAR LOS HECHOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN, SE CUMPLE CUANDO EL ACTOR HACE REMISIÓN EXPRESA Y DETALLADA A SITUACIONES, DATOS O A LOS CONTENIDOS EN LOS DOCUMENTOS ANEXOS A ELLA (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS DE SONORA Y PUEBLA)”, en virtud de que ésta es emitida por la PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, siendo que ésta es de aplicación obligatoria por ser jerárquicamente superior el órgano que la emite.
Amén de lo anterior, cabe precisar que no por el hecho de que no se hubieren ofrecido pruebas en el juicio de origen, esto de ninguna forma significa que el A quo y en su momento el Ad quem no hubieren considerado o tomando en cuenta el certificado contable como de forma dolosa lo refiere la quejosa, toda vez que los documentos que han sido exhibidos en juicio, aunque éstos no sean ofrecidos como prueba, deben de ser valorados al momento de dictar la Sentencia respectiva en dicho juicio, situación que fue debidamente resulta y valorada tanto por el Juez de origen, como por el Tribunal de Alzada, debiendo de ser ahora considerado por este H. Tribunal Colegiado.
 Por lo anterior, sus Usías deberán de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el concepto de violación hecho valer por la quejosa y que en este apartado se contesta, debiendo de negar la protección y el amparo de la Justicia Federal a la quejosa.
C) Por lo que respecta al “TERCER CONCEPTO DE VIOLACIÓN” hecho valer por la quejosa, resulta INFUNDADO, IMPROCEDENTE e INOPERANTE, en atención a que de ninguna manera, el A quo y el Ad quem suplen una deficiencia de la actora al hacer la conversión de nuevos pesos a nuestro actual sistema monetario nacional, en virtud de que el escrito inicial de demanda con el que inició el presente juicio, fue presentado cuando en nuestro país la denominación monetaria era en Nuevos Pesos, razón por la cual se demandó de esa forma. Ahora bien no por el hecho de que en el año de 1996 haya cambiado la denominación de Nuevos Pesos a Pesos, quiere decir que el A quo y el Ad quem hayan suplido alguna deficiencia, ya que no existe deficiencia alguna, aclarando que el hecho de cambio de denominación monetaria por tratarse de un hecho público y conocido por todos, no es necesario acreditarse y más cuando dicho cambio de denominación es obligatorio en todo el territorio nacional, siendo ésta reforma ordenada por el Poder Ejecutivo de nuestra Nación, por lo que resulta absurdo que la quejosa pretenda eludir sus obligaciones de pago con manifestaciones sin sustento legal alguno y que de ninguna manera le causa perjuicio alguno.

En efecto, cabe recalcar que el A quo en ningún momento esta supliendo deficiencia alguna, así como también se aclara que la sentencia dictada por el A quo y la Sentencia dictada por el Ad quem, mismas que fueron recurridas por la hoy quejosa, de ninguna forma son contradictorias como de forma dolosa lo refiere, ya que como se ha manifestado con antelación, el cambio de la denominación monetaria es de observancia obligatoria y general en todo el territorio nacional desde el año de 1996, amén de que a la quejosa no le para perjuicio alguno dicha conversión de denominación monetaria
Por lo contrario, el A quo resolvió de forma adecuada al condenar a pagar a mi contraria en “PESOS”, ya que es la realidad actual de la denominación monetaria en nuestro país, aunado a que no le para perjuicio alguno a mi contraria, ya que lo que el A quo realizó, fue aplicar el equivalente de la actual denominación monetaria en nuestro país.
A efecto de robustecer lo anteriormente vertido, sito la siguiente jurisprudencia que es aplicable por analogía, en virtud de que el presente juicio sigue la misma forma y mecanismo en cuanto a la aplicación del equivalente a la denominación monetaria actual al momento de una resolución, jurisprudencia que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 197535

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VI, Octubre de 1997

Materia(s): Común

Tesis: I.2o.A. J/16        

Página:   646

MULTAS PREVISTAS POR EL ARTÍCULO 59 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, SU CUANTÍA, DE ACUERDO CON EL DECRETO POR EL QUE SE CREA UNA NUEVA UNIDAD DEL SISTEMA MONETARIO.

La Ley de Amparo prevé la supletoriedad del Código Federal de Procedimientos Civiles, el cual, en su artículo 59, fracción I, establece como medio de apremio "multas hasta de mil pesos". Ahora bien, el decreto por el que se crea una nueva unidad del sistema monetario, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio de 1992, establece en su artículo 1o. que esa nueva unidad monetaria es equivalente a mil pesos actuales (de 1992); que conservará el nombre de "peso", y que se dividirá en cien "centavos"; y a su vez, el artículo 9o. transitorio del indicado decreto señala que: "Noveno. Las expresiones en moneda nacional contenidas en leyes, reglamentos, circulares u otras disposiciones que hayan entrado en vigor con anterioridad al 1o. de enero de 1993, se entenderán referidas a la unidad monetaria que se sustituye. Al computar, expresar o pagar dichas cantidades en la nueva unidad monetaria, se aplicará la equivalencia establecida en el artículo 1o.". De acuerdo con lo anterior, la cantidad de mil pesos a que se refiere el artículo 59, fracción I, del Código Federal de Procedimientos Civiles, se entiende referida a la unidad monetaria que fue sustituida, puesto que dicho código entró en vigor con anterioridad al primero de enero de 1993; motivo por el cual, para la cuantificación de las multas correspondientes, en la nueva unidad monetaria, se tiene que aplicar la equivalencia establecida en el artículo 1o. antes citado, lo cual da como resultado que el monto superior de la indicada multa corresponda a un nuevo peso.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 292/94. Director General Jurídico y de Estudios Legislativos del Departamento del Distrito Federal. 16 de junio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretaria: Alejandra de León González.

Queja 92/96. Bosques de Chihuahua, S. de R.L. de C.V. 7 de marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Antonieta Azuela de Ramírez. Secretario: Salvador Flores Carmona.

Queja 112/97. Director de Recursos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y otro. 28 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Lorenzo Hernández García.

Queja 222/97. Consejo de Honor y de Justicia de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. 25 de abril de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero.

Queja 832/97. Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal. 12 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Amado Yáñez. Secretario: Emmanuel Rosales Guerrero.

Véase:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI-Agosto, tesis VI.1o.10 K, página 759, de rubro: "MONEDA NACIONAL. SU EQUIVALENCIA CONFORME AL DECRETO PUBLICADO EL 22 DE JUNIO DE 1992, RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS Y CIRCULARES VIGENTES CON ANTERIORIDAD AL 1o. DE ENERO DE 1993." y Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIII-Marzo, tesis I.8o.C 46 C, página 402, de rubro: "MULTAS. LAS EXPRESIONES EN MONEDA NACIONAL CONTENIDAS EN LEYES QUE ENTRARON EN VIGOR CON ANTERIORIDAD AL PRIMERO DE ENERO DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES, SE ENTENDERÁN REFERIDAS A LA UNIDAD MONETARIA QUE SE SUSTITUYE.".

Notas: 

Esta tesis contendió en la contradicción 15/2001-PL resuelta por la Segunda Sala, de la que derivó la tesis 2a./J. 85/2002, que aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 269, con el rubro: "MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 59, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES."

Por ejecutoria de fecha 19 de septiembre de 2001, la Primera Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 84/2000 en que participó el presente criterio.

Ahora bien, con independencia de lo anterior, es necesario hacer notar a sus Usías, que la quejosa de forma dolosa y con la plena intención de dilatar el presente procedimiento, alude como parte de su supuesto concepto de violación, el hecho de que al haber conseguido la obtención del amparo y por ende se ordeno reponer el emplazamiento ÚNICA y EXCLUSIVAMENTE por lo que hace a la quejosa, refiere que por tal motivo se debió de haber actualizado la demanda a la denominación monetaria, situación que como ustedes saben es falsa y contraria a derecho, en atención a que en primer lugar el amparo solamente protegió a la hoy quejosa, pero de ninguna forma protege a los demás como lo es el otro codemandado, por lo que no es dable que al codemandado Jorge Casillas Franco se le Juzgara con una denominación y a la hoy quejosa con otra, ya que como se ha mencionado, el amparo fue para el efecto de reponer el emplazamiento de la codemandada hoy quejosa y no de los demás.

Por lo anterior, deberán de declarar improcedente e infundado el concepto de violación correlativo que se contesta y en consecuencia negar la protección del Amparo Federal a la quejosa.
D) Por último y por lo que hace al “CUARTO CONCEPTO DE VIOLACIÓN” hecho valer por la quejosa, el mismo resulta ABSURDO, IMPROCEDENTE e INFUNDADO, en atención a que mi contraria pretende que el amparo que ella exclusivamente promovió en su momento, le sea aplicable y favorable al codemandado Jorge Casillas Franco, el cual nunca solicito o promovió amparo alguno, amén de que es sabido que el amparo y la protección de la Justicia Federal es INDIVIDUAL, esto es, que solo protege al solicitante del mismo, refiriéndome en este caso a la hoy quejosa, ya que ésta fue la única que solicitó la protección y amparo en cuanto a su emplazamiento y no así el codemandado Jorge Casillas Franco, como de forma dolosa y con mala fe pretende hacerlo y así retardar la administración e impartición de justicia y de esta forma eludir sus obligaciones de pago.
Asimismo, mi contraria denota la intención de esgrimir agravios sin sustento legal alguno, con la plena intención de dilatar el presente juicio, aunado a tratar de eludir sus obligaciones de pago valiéndose de argumentos como es el hecho de que supuestamente el A quo omitió emplazar a juicio al codemandado Jorge Casillas Franco, situación que de ninguna forma acontece en el presente juicio, ya que como se ha mencionado, el amparo fue otorgado única y exclusivamente a lo hoy quejosa, amén de que dicho amparo fue para efecto de reponer el emplazamiento de la quejosa, mas no así del Señor Jorge Casillas Franco.
De igual forma, es necesario recalcar a este H. Tribunal Colegiado, que la quejosa en el presente concepto de violación esgrime cuestiones que no hizo valer en el recurso de apelación, amén de que son cuestiones inoperantes como lo es que el codemandado Jorge Casillas Franco es su ex esposo y que supuestamente él tiene diversos recibos de pago justificativos; por lo que a pesar de que dichas manifestaciones carentes de cualquier sustento legal, dichas manifestaciones NO deberán de ser consideradas al momento de dictar la resolución correspondiente en el presente juicio de amparo.
Por lo anterior, este H. Tribunal Colegiado deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el presente concepto de violación que en este acto se contesta, y en consecuencia, se deberá de negar la protección y el amparo de la Justicia Federal.
En otro orden de ideas, cabe manifestar que lo manifestado por la quejosa respecto a la ley que se dejó de aplicar o se aplicó de forma inexacta, no es acorde a la realidad, ya que como se desprende tanto de la Sentencia dictada por el A quo, así como de la Sentencia dictada por el Ad quem, ambas resoluciones son conforme a derecho, habiendo aplicado de forma correcta y exacta la legislación aplicable al caso concreto, siendo resoluciones debidamente fundadas y motivadas de forma correcta y conforme a derecho.
Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A este H. Tribunal Colegiado, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada con el carácter con el cual me ostento, apersonándome al presente juicio de garantías, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como por autorizados a los profesionistas que se precisan en el presente libelo.


SEGUNDO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, expresando en representación de la actora, las alegaciones que se formulan en el presente ocurso.

TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, debiendo de negar a la quejosa la protección y el amparo de la Justicia Federal.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ

México Distrito Federal a siete de junio de dos mil diez.

QUEJOSA: LAURA BORJA SANSON

AMPARO INDIRECTO: 625/2008-VII.

INCIDENTE DE INCUMPLIMIENTO POR REPETICIÓN

DEL ACTO RECLAMADO.

C. JUEZ DÉCIMO SEGUNDO DE DISTRITO EN

MATERIA CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.


NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderado Legal de Sólida Administradora de Portafolios  S. A. de C. V, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando para los mismos efectos así como para imponerse de autos, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, VÍCTOR HUFO FLORES RAMÍREZ con Cédula Profesional 6207316; así como a los pasantes de derecho los CC. VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE, MARIANA CARRIÓN VALENCIA ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:
ADDENDUM


Manifiesto a su Señoría, que el Incidente al rubro citado no ha sido notificado a mi representada, sin embargo la misma tuvo conocimiento de la existencia de dicho Incidente, así como del auto de fecha 17 de septiembre de 2010 dictado por este H. Juzgado, derivado de la publicación del proveído de fecha 21 de septiembre de 2010 dictado por el C. Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal, dentro del juicio principal, mismo que fue publicado el día 22 del presente mes y año, en el Boletín Judicial número 166, razón por la cual a partir del día siguiente al que surtió efectos dicho auto, se debe de computar el término de 5 días concedido a mi representada en su carácter de tercero perjudicado.

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a manifestar mi entera INCONFORMIDAD con el Incidente planteado por la quejosa, en virtud de las siguientes consideraciones:

CONTESTACIÓN A LOS HECHOS


1.- El hecho correlativo que se contesta, resulta parcialmente cierto, en virtud de que efectivamente este H. Juzgado concedió el amparo a la quejosa Laura Borja Sansón, a efecto de que se emplazara a ésta únicamente en términos de ley, sin embargo, resulta FALSO que el amparo concedido a la quejosa, haya beneficiado o los efectos del mismo se amplíen al codemandado Jorge Casillas Franco, ya que como es sabido, el amparo solamente protege al quejoso, esto es que solamente protege al que solicitó el ampara y protección de la Justicia de la Unión, siendo en el caso concreto, que el codemandado Jorge Casillas Franco, jamás promovió demanda de garantías, siendo falso, absurdo y contrario a derecho, lo manifestado por la quejosa referente a que el amparo que se le concedió a ella, también fue concedido al codemandado en cita.


2.- El hecho correlativo que se contesta, resulta FALSO, en virtud de que el Juez de origen señalado como autoridad responsable en el presente juicio, SI dio cabal cumplimiento a la ejecutoria de amparo que refiere la hoy quejosa, tan es así que mediante oficio de fecha 10 de febrero de 2009, se le informó a este H. Juzgado por parte del A quo, el cumplimiento que había dado a dicha ejecutoria, siendo que este H. Juzgado mediante proveído de fecha 13 de marzo de 2009 se informó que había transcurrido el término para recurrir dicha resolución, razón por la cual se declaró consentido, habiendo ordenado se archivara dicho amparo como concluido.


Amén de lo anterior, resulta por demás ilógico lo manifestado por la quejosa, denotando su mala fe y el dolo con el que se conduce, tratando simplemente de dilatar el procedimiento principal y de eludir sus obligaciones de pago, a base de incidentes frívolos e improcedentes, ya que como se ha manifestado, el amparo concedido a la hoy quejosa, de ninguna forma puede favorecer al codemandado Jorge Casillas Franco, ya que éste último jamás promovió demanda de garantías, aunado a que de la resolución de amparo dictada por este H. Juzgado, se desprende y acredita de forma fehaciente, que el amparo fue concedido a la quejosa, solo para el efecto de que se volviera a emplazar a ésta, mas no así al codemandado Jorge Casillas Franco; razón por la cual no existe necesidad de volver a emplazar a dicho codemandado, resultando de esta forma totalmente FRÍVOLO e IMPROCEDENTE el Incidente al rubro citado, ya que de ninguna forma existe repetición del acto reclamado, toda vez que la resolución del amparo al rubro citado, fue para que se volviera aa emplazar a la quejosa, situación que ya se efectuó, tan es así, que la misma dio contestación a la demanda, el juicio se llevó en todas sus etapas, se dicto sentencia definitiva, misma que fue recurrida mediante el recurso de apelación por parte de la hoy quejosa, así como también promovió juicio de amparo directo en contra de la sentencia de segunda instancia, haciendo notar, que tanto en la apelación como en los conceptos de violación esgrimidos por la quejosa, refirió dicha situación respecto a la supuesta falta de emplazamiento del codemandado Jorge Casillas Franco, siendo que en todos las instancias ya mencionadas, declararon INFUNDADOS SUS AGRAVIO Y CONCEPTOS DE VIOLACIÓN respectivamente.

3.- El hecho correlativo que se contesta, resulta falso, ya que como se ha mencionado con antelación, el amparo concedido a la hoy quejosa no beneficia y mucho menos se amplía la concesión del mismo al codemandado Jorge Casillas Franco, ya que éste último jamás promovió demanda de amparo, aclarando que la resolución de amparo dictada por su Usía, jamás ordeno volver a emplazar al codemandado antes mencionado como de forma dolosa pretende hacerle creer mi contraria.


Por todo lo anteriormente expuesto, su Señoría deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el incidente al rubro citado, en virtud de que no existe repetición del acto reclamado, siendo dicho incidente es por demás frívolo e improcedente.  

Por lo anteriormente expuesto; 

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:

ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

NORA MITZY CHACON FLORES

México, Distrito Federal a veintinueve de septiembre de dos mil diez.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS

JORGE CASILLAS FRANCO Y OTRA
ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 191/1995

SECRETARIA: “A”
PLANILLA DE CUANTIFICACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS.

C. JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL


NORA MITZY CHACON FLORES, en mi carácter de Apoderado Legal de Sólida Administradora de Portafolios  S. A. de C. V, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito vengo a formular la Planilla de Cuantificación de Intereses Ordinarios y  Moratorios en los siguientes términos:


Mediante Sentencia Definitiva de fecha 19 de noviembre de 2009, su Señoría resolvió el presente juicio, en el que condenó a los codemandados al vencimiento anticipado del contrato base, así como al pago de la cantidad de $60,178.49 (Sesenta mil ciento setenta y ocho pesos 49/100 M.N.) por concepto de suerte principal entre otras prestaciones, tal y como se desprende de los resolutivos SEGUNDO y TERCERO respectivamente.


De igual forma, en el resolutivo CUARTO de la Sentencia Definitiva de referencia, condenó a los codemandados a pagar a mi representada, intereses ordinarios y moratorios desde el mes de diciembre de 1993 y hasta la total solución del presente juicio, en términos de lo estipulado en las cláusulas “SEXTA y NOVENA” del documento base de la presente acción.


Cabe precisar, que la Sentencia Definitiva en comento, fue aclarada mediante proveído de fecha 30 de noviembre de 2009, auto que forma parte íntegra de dicha resolución.

Por lo anterior, es que en este acto me permito realizar la presente planilla de liquidación de intereses ordinarios y moratorios, a partir del día 1 de diciembre de 1993 al día 11 de octubre de 2010; basándome para tal efecto en la Sentencia Definitiva y su auto aclaratorio, así como en el documento base de la presente acción, se llega a la conclusión de que los codemandados adeudan a mi representada, la cantidad de $183,901.66 (Ciento ochenta y tres mil novecientos un pesos 66/100 m.n.) por concepto de intereses ordinarios generados por el periodo referido en líneas anteriores, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio.


De igual forma, los codemandados adeudan a mi representada la cantidad de $202,459.24 (Doscientos dos mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 24/100 m.n.) por concepto de intereses moratorios generados del día 1 de diciembre de 1993, al día 11 de octubre de 2010, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio.


Lo anterior, se acredita plenamente con el estado de cuenta certificado emitido por Contador Público facultado por mi representada, mismo que adjunto al presente libelo como ANEXO UNO, el cual fue elaborado conforme a lo dispuesto por el artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, haciendo el mismo prueba plena en el presente Incidente

Es necesario manifestar, que para el cálculo de los intereses ordinarios y moratorios que se cuantifican en la presente planilla, se hace sobre la base de la cantidad a la que los codemandados fueron condenados por concepto de suerte principal, misma que asciende a la cantidad de $60,178.49 (Sesenta mil ciento setenta y ocho pesos 49/100 M.N.). 

En consecuencia, llegamos a la conclusión de que los codemandados adeudan a mi representada con independencia de las cantidades a las que fueron condenados mediante sentencia de fecha 19 de noviembre de2009, la cantidad de $183,901.66 (Ciento ochenta y tres mil novecientos un pesos 66/100 m.n.) por concepto de intereses ordinarios generados del día 1 de diciembre de 1993, al día 11 de octubre de 2010, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; y la cantidad de $202,459.24 (Doscientos dos mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 24/100 m.n.) por concepto de intereses moratorios generados del día 1 de diciembre de 1993, al día 11 de octubre de 2010, más los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio, tal y como se acredita con el estado de cuenta certificado, emitido por contador público facultado, documento que cumple con los requisitos del artículo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, mismo que hace prueba plena conforme al precepto legal antes invocado.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por formulado el Incidente de Liquidación de Intereses Ordinarios y Moratorios, admitiendo el mismo a trámite.


SEGUNDO.- Se sirva dar vista a mi contraria a efecto de que en el término de ley, manifieste lo que a su derecho convenga.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria que conforme a derecho corresponda, debiendo de condenar a los codemandados al pago de la cantidad cuantificada en el presente Incidente.

P R O T E S T O   LO  N E C E S A R I O

NORA MITZY CHACON FLORES

México, Distrito Federal a tres de enero de dos mil once.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS

JORGE CASILLAS FRANCO Y OTRA
ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 191/1995

SECRETARIA: “A”
PLANILLA DE CUANTIFICACIÓN DE INTERESES

ORDINARIOS Y MORATORIOS.

C. JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL

MARIA DEL SOCORRO PEREZ PEREZ, en mi carácter de Apoderada Legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del Instrumento Notarial numero 46, 734 –cuarenta y seis mil setecientos treinta y cuatro-, documento que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito y en virtud de que ha transcurrido en exceso el término para recurrir la Sentencia Interlocutoria de fecha 09 de febrero de 2011 dictada dentro del Incidente al rubro citado, en consecuencia, solicito a su Señoría se sirva declarar que la misma ha causado ejecutoria, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto; 

A USTED C. JUEZ atentamente pido se sirva:

ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL SOCORRO PÉREZ PÉREZ
México, Distrito Federal a veintidós de febrero de dos mil once.
QUEJOSA: LAURA BORJA SANSON

AMPARO INDIRECTO: 625/2008-V.

RECURSO DE QUEJA.
C. JUEZ DÉCIMO SEGUNDO DE DISTRITO EN

MATERIA CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.


CLAUDIA MICHELL MIRANDA VALDEZ, en mi carácter de Apoderado Legal de Sólida Administradora de Portafolios  S. A. de C. V, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734, mismo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera número 32, Despacho 304, Colonia Roma Norte, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal; autorizando para los mismos efectos así como para imponerse de autos, a los Licenciados en Derecho JOSÉ FERNANDO BETANCOURT CERVERA con Cédula Profesional número 4402398, FRANCISCO JAVIER JUÁREZ LUGO con Cédula Profesional 4610295, VÍCTOR HUFO FLORES RAMÍREZ con Cédula Profesional 6207316; así como a los pasantes de derecho los CC. ARIANA BRICEIDA GONZÁLEZ LÁZARO, VÍCTOR MANUEL GUIDO JIMÉNEZ, CESAR LUIS EVARISTO AGUIRRE, MARIANA CARRIÓN VALENCIA ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:
ADDENDUM


Primero que nada, cabe resaltar a su Señoría, que el presente recurso de queja resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO, toda vez que el C. Jorge Casillas Franco, CARECE DE LEGITIMACIÓN Y DERECHO ALGUNO PARA INTERPONER EL PRESENTE RECURSO, toda vez que como lo dispone el artículo 96 de la Ley de Amparo, que solamente PODRÁN INTERPONER EL RECURSO DE QUEJA CUANDO SE TRATE DE EXCESO O DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO O DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO, CUALQUIERA DE LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO O CUALQUIER PERSONA QUE JUSTIFIQUE LEGALMENTE QUE LE AGRAVIA LA EJECUCIÓN DE LA SENTENCIA DE AMPARO, siendo en el caso concreto, que el C. Jorge Casillas Franco, NO FUE PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO Y DE NINGUNA FORMA ACREDITA LEGALMENTE VERSE AFECTADO EN LA EJECUCIÓN O CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO, razón por la cual y al no acreditar el INTERÉS LEGAL que existe de su parte, resulta por demás IMPROCEDENTE e INFUNDADO el recurso de queja que en este acto se contesta.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que reza:

Novena Época

Registro: 181479

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XIX, Mayo de 2004

Materia(s): Común

Tesis: 2a./J. 65/2004

Página:   591

QUEJA POR EXCESO O DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. PROCEDE CONTRA LOS ACTOS DE CUMPLIMENTO DE LAS AUTORIDADES RESPONSABLES, SIN QUE SU VIABILIDAD ESTÉ CONDICIONADA A PRONUNCIAMIENTO ALGUNO DEL TRIBUNAL DE AMPARO SOBRE SU ACATAMIENTO, SENTIDO O FIRMEZA.

De la interpretación sistemática de los preceptos de la Ley de Amparo, aplicables al cumplimiento de las ejecutorias, se infiere que, los requisitos de procedencia del recurso de queja por exceso o defecto previsto en las fracciones IV y IX del artículo 95, son los siguientes: 1. Que lo deduzca cualquiera de las partes en el juicio de amparo (artículo 96); 2. Que se interponga dentro del plazo de un año (artículo 97, fracción III); 3. Que se promueva por escrito, acompañando copia para cada una de las autoridades responsables contra quienes se promueve y para cada una de las partes (primer párrafo del artículo 98); y 4. Tratándose de la queja prevista en la fracción IV del artículo 95, que se interponga ante el Juez de Distrito o autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo, y si se trata del caso de la fracción IX, que se promueva directamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del juicio. Lo anterior demuestra que no existe disposición legal que condicione la procedencia de la queja examinada a la existencia de pronunciamiento alguno sobre el cumplimento de la ejecutoria de garantías, ni a su sentido o firmeza, por lo que no son jurídicamente exigibles, bastando para su viabilidad el cumplimiento de los enunciados. Por tanto, el recurso no puede estimarse improcedente por no haberse promovido antes de que se analicen los actos de cumplimiento y se emita el pronunciamiento relativo, porque no exista tal pronunciamiento o porque éste haya adquirido firmeza en virtud de no haberse deducido en su contra la inconformidad, pues cualquiera de estas exigencias haría nugatorios, sin fundamento alguno, los derechos de quien resulte afectado con el incorrecto cumplimiento de la ejecutoria.

Contradicción de tesis 40/2003-PL. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero del Décimo Quinto Circuito, Segundo en Materia de Trabajo y Tercero en Materia Civil, ambos del Cuarto Circuito. 30 de abril de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Roberto Rodríguez Maldonado.

Tesis de jurisprudencia 65/2004. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de mayo de dos mil cuatro.


De igual forma, cabe recalcar a este H. Juzgado, que el recurso de queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco que en este acto se contesta, resulta por demás FRÍVOLO e IMPROCEDENTE, toda vez que el A quo SI dio debido cumplimiento a la resolución dictada en el presente Amparo, tan es así, que su Señoría tuvo por cumplida dicha resolución, tal y como mas adelante se precisará.


Cabe recalcar, que el amparo concedido mediante sentencia de fecha 20 de octubre de 2008, fue única y exclusivamente concedido a la quejosa Laura Borja Sansón, PERO DE NINGUNA FORMA AL C. JORGE CASILLAS FRANCO, tal y como se desprende de la propio resolución en comento.


Aunado a lo anterior, cabe precisar que el presente recurso es EXTEMPORÁNEO, tratándose de un acto consentido.


Por último, cabe recalcar a su Usía, que el recurso elegido e intentado por el C. Jorge Casillas Franco, no es el idóneo para atacar lo que supuestamente le para perjuicio y que es el supuesto hecho de que se le debió de haber notificado nuevamente a él, a pesar de que el amparo en comento no fue concedido a este, sino a la C. Laura Borja Sansón.


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a realizar las siguientes manifestaciones respecto al IMPROCEDENTE e INFUNDADO Recurso de Queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco, en contra del C. Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal, por un supuesto incumplimiento a la ejecutorio de fecha 20 de octubre de 2008.

CONTESTACIÓN A LOS HECHOS


1.- El hecho correlativo que en este acto se contesta, resulta cierto, sin embargo es de suma importancia recalcar, que el amparo en comento ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE le fue concedido a la C. Laura Borja Sansón, tal y como se desprende de la resolución de amparo de fecha 20 de octubre de 2008.


2.- El hecho correlativo que se contesta, es por demás FALSO, ya que de ninguna manera, se concedió al C. Jorge Casillas Franco, el amparo y protección de la Justicia de la Unión como de forma dolosa lo refiere. Si bien es cierto que su Señoría en los considerandos refiere sobre cuestiones de litisconsorcio pasivo referente a su naturaleza y en qué consiste éste, también lo es que de ninguna forma se le concedió el amparo al ahorra recurrente.


Lo anterior se robustece, de la propio sentencia de amparo en comento, en la cual, en la parte final del último considerando y que el recurrente de forma DOLOSA omitió transcribir en su recurso que se contesta, su Señoría RECALCA Y PRECISA sin dejar duda al respecto, que se deberá de VOLVER A EMPLAZAR A LA QUEJOSA LAURA BORJA SANSÓN, sin que haya ordenado se emplazara nuevamente a todos los codemandado, ya que como es sabido, la concesión del amparo es personal y exclusiva del quejoso.

De ahí, que resulte por demás improcedente el presente recurso que se contesta, toda vez que el C. Jorge Casillas Franco, carece de Legitimación y Derecho para interponer la queja en que se actúa, ya que las sentencias de amparo solamente puede ocuparse de LAS PERSONAS QUE LO HAYAN SOLICITADO (QUEJOSO) y por ende, solamente el quejoso tiene la facultad, legitimación y derecho para alegar cuestiones de exceso o defecto en el cumplimiento a una ejecutoria de amparo, ya que este tiene por objeto restituir las supuestas garantías que fueron violadas.


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 168063

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXIX, Enero de 2009

Materia(s): Común

Tesis: I.8o.C.39 K

Página:  2817

QUEJA POR DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. EL TERCERO PERJUDICADO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLA.

En términos de los artículos 76 y 80 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo pueden ocuparse de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, en la inteligencia de que el fallo que concede la protección constitucional tiene por objeto restituir al quejoso en el goce de la garantía individual violada, y como el defecto en la ejecución de una sentencia de amparo no es otra cosa que la falta de realización, por parte de la autoridad responsable, de alguno o algunos de los actos que implique el alcance o extensión de la misma sentencia, es entonces evidente que tal defecto sólo puede ser alegado por el quejoso, pues es precisamente la parte que debe ser restituida íntegramente en el goce de la garantía individual violada, no así el tercero perjudicado, y lo contrario sería tanto como estimar que también dicho tercero debe ser restituido en el goce de alguna garantía, lo que vendría a desnaturalizar la acción de amparo, confundiendo la figura del quejoso, en quien recaía la titularidad de las garantías individuales que se estimaron vulneradas, con la del tercero perjudicado, cuyo interés radicaba en que se considerase no existente la violación y por consiguiente subsistiera el acto reclamado. La anterior conclusión no se altera por la circunstancia de que se alegue que por determinadas situaciones procesales, el defecto en que se incurrió en la ejecución de una sentencia de amparo, en perjuicio de la parte quejosa, ha traído repercusiones desfavorables para el tercero perjudicado, toda vez que tal situación no es desde luego remediable a través de la queja interpuesta por este último, tanto en razón de lo previamente expuesto, como en atención a que el juicio constitucional, y por ende los recursos dentro de dicho juicio, como lo es la queja, se rigen por el principio de agravio personal y directo, y no afectando directamente al tercero el defecto en la ejecución del fallo protector, tampoco está legitimado para interponer el recurso de queja, sino que la ilegalidad de esas supuestas repercusiones debe en todo caso plantearla como violación de garantías en un nuevo juicio de amparo, sin que sea óbice lo previsto en el artículo 96 de la citada ley, en el sentido de que el recurso de queja podrá interponerse por cualesquiera de las partes en el juicio, porque tal disposición debe entenderse en consonancia con los principios básicos del juicio de amparo, entre éstos el que se refiere a la existencia de agravio personal y directo, como condición indispensable tanto para la procedencia del juicio como de los recursos que la ley contempla dentro del mismo.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 46/2008. Almacenadora Accel, S.A., Organización Auxiliar de Crédito. 1o. de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

El criterio federal anteriormente expuesto, debe de ser aplicado por analogía al caso concreto, ya que en el presente asunto, se equipara el papel del Tercero Perjudicado con el del recurrente Jorge Casillas Franco, quien NO FUE PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO.

3.- El hecho correlativo que se contesta es FALSO, ya que la autoridad responsable, SI dio debido cumplimiento a la ejecutoria de amparo ya mencionada, tan es así, que su Señoría mediante proveído de fecha 13 de marzo de 2009, tuvo por cumplida y consentida la ejecutoria de amparo por parte de la autoridad responsable; razón por la cual se trata de un ACTO CONSENTIDO y por ende resulta por demás IMPROCEDENTE y EXTEMPORÁNEA, amén de que como se ha recalcado, no es el medio de defensa idónea para recurrir el supuesto agravio que se le causa al recurrente Jorge Casillas Franco.


Asimismo, he de hacer notar el dolo y la mala fe del recurrente, al tratar de hacer creer a su Usía que en el amparo en que se actúa, se le concedió al mismo el amparo y protección de la Justicia de la Unión, situación que es FALSA, ya que con independencia de lo manifestado por este, como sabemos, el amparo solamente protege a quien lo solicita, esto es, que el amparo solamente protege al quejoso, siendo en el caso concreto que el C. Jorge Casillas Franco, jamás interpuso juicio de garantías alguno, recalcando que el mismo se condujo en REBELDÍA en el juicio de origen, mas sin embargo, la autoridad responsable si repuso el procedimiento y se volvió a emplazar a la quejosa Laura Borja Sansón, llevándose el juicio en todas sus etapas hasta dictar la sentencia definitiva en dicho juicio; de lo que se desprende y acredita, que el A quo responsable dio cabal cumplimiento a la ejecutoria de amparo ya mencionada.

Aunado a lo anterior y sin la intención de ser reiterativa, cabe comentar a su señoría, que en la ejecutoria de amparo JAMAS SE ORDENÓ EMPLAZAR AL HOY RECURRENTE JORGE CASILLAS FRANCO, sino que solamente se ordenó volver a emplazar a la quejosa Laura Borja Sansón, siendo simples manifestaciones sin sustento legal alguno las vertidas por el recurrente, a efecto de eludir sus obligaciones de pago, pretendiendo DILATAR LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA EN EL JUICIO DE ORIGEN CON RECURSOS FRÍVOLOS, IMPROCEDENTES Y EXTEMPORÁNEOS.


4.- El hecho correlativo que se contesta, al no ser precisamente un hecho como tal, no puede darse contestación, sin embargo, si recalco que el presente recurso en que se actúa, es por demás improcedente y en consecuencia, no debió de haber sido admitido y en consecuencia, no se debería de solicitar informe justificado a ninguna autoridad, ya que a simple vista se trata de un recurso por demás EXTEMPORÁNEO sobre un ACTO CONSENTIDO.


5.- El presente hecho denota la mala fe, el dolo y la intención de los codemandados en el juicio natural, de evadir sus obligaciones de pago sin importarles falsear ante una autoridad judicial, al referir que supuestamente hasta el día 19 de agosto de 2011 tuvo conocimiento de la concesión que supuestamente se le otorgó, situación que es FALSA, ya que como se ha manifestado con antelación, el amparo concedido fue para Laura Borja Sansón y JAMAS para el recurrente como de forma dolosa y a base de elucubraciones  pretende hacerle creer a su Usía.  
Por todo lo anteriormente expuesto, su Usía deberá de declarar IMPROCEDENTE e INFUNDADO el recurso de queja en que se actúa, para los efectos legales a que haya lugar.

En ese orden de ideas, ofrezco por parte de mi representada las siguientes:

PRUEBAS

1.- LAS DOCUMENTALES PÚBLICAS.- Consistente en todas y cada una de las constancias que el Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal remita a este H. Juzgado al momento de rendir su informe respectivo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, realizando las manifestaciones vertidas en el presente libelo, para los efectos legales a que haya lugar.


SEGUNDO.- Tenerme por señalado domicilio y por autorizados a los profesionistas referidos, para los fines precisados.


TERCERO.- En su momento procesal oportuno, se sirva dictar la resolución que conforme a derecho corresponde, debiendo de declarar IMPROCEDENTE el recurso hecho valer por el C. Jorge Casillas Franco.

PROTESTO LO NECESARIO

CLAUDIA MICHELL MIRANDA VALDEZ

México, Distrito Federal a 29 de agosto de 2011.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

PLANILLA DE ACTUALIZACION

DE INTERESES MORATORIOS.

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      CLAUDIA MICHELL MIRANDA VALDEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito, vengo a formular Planilla de Actualización de Liquidación de Intereses ordinarios y moratorios en los siguientes términos:

Mediante Sentencia Definitiva de fecha diecinueve de noviembre de dos mil nueve, su Señoría condenó a los codemandados entre otras cosas, al pago de la cantidad de $60,178.49 (SESENTA MIL CIENTO SETENTA Y OCHO PESOS 49/100 M.N.) por concepto de suerte principal, tal y como se desprende del resolutivo “TERCERO” de dicha Sentencia.

Mediante el resolutivo “CUARTO” de la Sentencia Definitiva en comento, condeno a los demandados a pagar los intereses ordinarios y moratorios desde el mes de diciembre de 1993 y hasta la solución del presente juicio.

Posteriormente, se inició la Planilla de Cuantificación de Intereses Ordinarios y Moratorios por lo que hace al periodo comprendido del día 1 de diciembre de 1993 al día 11 de octubre de 2010, el cual fue resulte mediante Sentencia Interlocutoria de fecha 9 de febrero de 2011, en la cual condenó a los enjuiciados a pagar a mi representada, la cantidad de $183,901.66 (Ciento ochenta y tres mil novecientos un pesos 66/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios, así como al pago de la cantidad de $202,459.24 (Doscientos dos mil cuatrocientos cincuenta y nueve pesos 24/100 M.N.) por concepto de intereses moratorios, ambas condenas por el periodo referido en líneas anteriores.

.

Derivado de lo anterior, es que por este medio, me permito actualizar los intereses ordinarios y moratorios que se han generado y que los demandados adeuda a mi representada, siendo que la presente cuantificación es por el periodo del 12 de octubre de 2010 y hasta el 31 de Julio de 2011.

Cabe precisar, que la presente actualización es conforme a la Sentencia Definitiva de fecha diecinueve de noviembre de dos mil nueve, en la cual fue condenada la demandada a pagar la cantidad de de $ 60,178.49 (SESENTA MIL CIENTO SETENTA Y OCHO PESOS 49/100 M.N.) por concepto de suerte principal, y tomando como base esta cantidad la hoy demandada adeuda a mi representada por concepto de intereses ordinarios generados en el periodo comprendido del 12 de octubre de 2010 hasta el 31 de julio de 2011, la cantidad  de $2,470.57( DOS MIL CUATROCIENTOS SETENTA PESOS 57/100 M.N.), mas los que se sigan generando hasta la total solución del presente asunto, así como la cantidad de $2,459.62( DOS MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE PESOS 62/100 M.N.) por concepto de intereses moratorios generados del día 12 de octubre de 2010 y hasta el 31 de julio de 2011, mas los que se sigan generando hasta la total solución del presente juicio; tal y como se acredita con el estado de cuenta certificado, emitido por contador publico facultado, documento que se adjunta al presente escrito como ANEXO UNO, aclarando que dicho estado de cuenta o certificación contable, cumple con los requisitos del articulo 68 de la Ley de Instituciones de Crédito, mismo que hace prueba plena conforme al precepto legal antes invocado.  .
En consecuencia, se advierte que los demandados adeudan a mi representada al día 31 de julio de 2011 las siguientes cantidades:

$60,178.49 (SESENTA MIL CIENTO SETENTA Y OCHO PESOS 49/100 M.N.) por concepto de suerte principal (condenado en Sentencia Definitiva.)

$183,901.66 (CIENTO OCHENTA Y TRES MIL NOVECIENTOS UN PESOS 66/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios generados del día 1 de diciembre de 1993 al día 11 de octubre de 2010.( condenado en Sentencia Interlocutoria de fecha 9 de febrero de 2011).

$202,459.24 (DOSCIENTOS DOS MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE PESOS 24/100 M.N.) por concepto de intereses moratorios generados del día 1 de diciembre de 1993 al día 11 de octubre de 2010.( condenado en Sentencia Interlocutoria de fecha 9 de febrero de 2011).

$2,470.57 (DOS MIL CUATROCIENTOS SETENTA PESOS 57/100 M.N.) por concepto de intereses ordinarios generados del 12 de octubre de 2010 al 31 de julio de 2011. ( cuantificado en la presente planilla).

$2,459.62 (DOS MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y NUEVE PESOS 62/100) por concepto de intereses moratorios generados de 12 de octubre al 31 de de julio de 2011.  (cuantificado en la presente planilla).

Por lo que actualizando los intereses ordinarios y moratorios la hoy demandad  adeuda a mi poderdante al día 31 de julio de 2011, la cantidad total de $451,469.58 (CUATROCIENTOS CINCUENTA Y UN MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS 58/100 M.N.) 

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:

PRIMERO.- Tenerme por formulado Planilla de Actualización de Intereses Moratorios, admitiendo la misma a trámite.

SEGUNDO.- Se sirva dar vista a mi contraria a efecto de que en el término de ley, manifieste lo que a su derecho convenga.

TERCERO.- En su momento procesal oportuno se sirva aprobar la presente plantilla por las cantidades cuantificadas.

PROTESTO LO NECESARIO

                               CLAUDIA MICHELL MIRANDA VALDEZ
               México, Distrito Federal a 6 de septiembre de dos mil once.
BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

PLANILLA DE ACTUALIZACION

DE INTERESES MORATORIOS.

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito, vengo a acusar la REBELDIA en que han incurrido los codemandados, al no haber dado contestación a la Planilla de Actualización de Intereses, solicitando se tenga por precluído el derecho que tuvieron para tal efecto.

Por lo anterior, solicito a su Usía se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria que conforme a derecho corresponda, para los efectos legales a que haya lugar.


Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


ÚNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

__________________________________
MARIA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ.
México, Distrito Federal a veintidós de septiembre de dos mil once.

RECURRENTE: SÓLIDA ADMINISTRADORA DE 

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

QUEJOSA: LAURA BORJA SANSON

DEDUCIDO DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 625/2008-V,
RADICADO EN EL JUZGADO 12 DE DISTRITO EN MATERIA 

CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.
RECURSO DE QUEJA.

CC. MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 

CIRCUITO EN MATERIA CIVIL EN EL DISTRITO FEDERAL.

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de Sólida Administradora de Portafolios S.A. de C.V., quien tiene el carácter de Tercera Perjudicada en el Amparo Indirecto número 625/2008- V radicado en el Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 el cual adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Frontera Número 32, Interior 304, Colonia Roma Norte, C.P. 06700, Delegación Cuauhtémoc en México Distrito Federal,  autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho José Fernando Betancourt Cervera y Víctor Hugo Flores Ramírez, así como a los pasantes en derecho los CC. Ariana Briceida González Lázaro, Angélica Muñoz Benítez y José Luis Ibarra Limones, ante Ustedes con el debido respeto comparezco para exponer:
Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 95 fracción V de la Ley de Amparo, vengo a interponer RECURSO DE QUEJA, en contra de la Sentencia de fecha 19 –diecinueve- de septiembre de 2011 –dos mil once-, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal, que resuelve el Recurso (Incidente) de Queja por defecto en el cumplimiento a la ejecutoria de Amparo 625/2008-V promovido por el C. Jorge Casillas Franco; por lo que en este acto expreso de mi parte los siguientes antecedentes y agravios:
ANTECEDENTES

1.- Mediante Sentencia de fecha 20 de octubre de 2008, el Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, concedió el amparo y protección de la Justicia de la  Unión, a la quejosa Laura Borja Sansón, dentro del juicio de amparo número 625/2008-V, contra actos del Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal y del Actuario adscrito a dicho Juzgado, dentro del juicio Especial Hipotecario promovido por Bancrecer S.A. Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero Bancrecer hoy su cesionaria Sólida Administradora de Portafolios S.A. de C.V., en contra de Jorge Casillas Franco y Laura Borja Sansón, bajo el expediente número 191/1995.
2.- Como se aprecia claramente del contenido de la Sentencia de amparo ya aludida, el amparo ordenó se volviera a emplazar ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE a la quejosa Laura Borja Sansón, aclarando que con dicho amparo se vio beneficiado el codemandado en el juicio de primera instancia el C. Jorge Casillas Franco, en atención a que en dicha resolución de amparo se ordenó dejar insubsistente todas las actuaciones judiciales POSTERIORES al emplazamiento de la quejosa.

3.- Es el caso, que la autoridad responsable en el amparo ya referido, dio cabal cumplimiento a la ejecutoria de amparo, al haber dejado insubsistente todo lo actuado posterior al emplazamiento de la quejosa Laura Borja Sansón, incluyendo las actuaciones respectivas al codemandado en comento efectuados con posterioridad al emplazamiento que se dejó insubsistente, ordenando se emplazara nuevamente a la quejosa en cita.

4.- Es el caso que se volvió a emplazar a la quejosa mediante comparecencia que ésta a través de su apoderada legal realizó ante el Juzgado de primera instancia, llevándose en todas sus etapas dicho juicio Especial Hipotecario hasta llegar al dictado de la Sentencia Definitiva.

5.- Cabe precisar, que mediante proveído de fecha 13 de marzo de 2009, el Juez de amparo tuvo por cumplida y consentida la ejecutoria de amparo por parte de la autoridad responsable.
6.- Inconforme la C. Laura Borja Sansón con la sentencia de primera instancia, interpuso Recurso de Apelación, mismo que fue declarado IMPROCEDENTE y posteriormente promovió Juicio de Garantías, el cual de igual forma no se le concedió.

7.- Es el caso que al ya no tener los codemandados en el juicio de origen herramientas para seguir dilatando dicho juicio y así eludir sus obligaciones de pago, es que el C. Jorge Casillas Franco, promueve Recurso de Queja en el cual se dictó la resolución que por este medio se combate.
AGRAVIOS
PRIMER AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia de fecha19 –diecinueve- de septiembre de 2011 –dos mil once-, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal, que resuelve el Recurso (Incidente) de Queja por defecto en el cumplimiento a la ejecutoria de Amparo 625/2008-V promovido por el C. Jorge Casillas Franco.

PRECEPTOS VIOLADOS.- El artículo 4, 76, 80 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo. Asimismo, el artículo 14 Constitucional. De igual forma, viola el Principio de Congruencia de las Sentencias, así como revoca sus propias determinaciones.
CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la resolución de fecha 19 de septiembre de 2011, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, en virtud de que la misma es INCONGRUENTE, CONTRARIA A DERECHO E INFUNDADA, ya que de forma errónea el A quo REVOCA sus propias consideraciones vertidas dentro de la sentencia que resolvió el amparo 625/2008-V, ya que considera que el Recurso (Incidente) de Queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco es fundado y procedente, ordenando de esta forma, se le vuelva a emplazar a dicho recurrente en el juicio Especial Hipotecario de origen, situación que es errónea y contraria a derecho.

En este sentido cabe manifestar, que el A quo de forma contraria a derecho declara procedente el Recurso de queja antes citado, basándose en el hecho de que supuestamente del contenido de la Sentencia Definitiva dictada en el juicio de amparo 625/2008-V dictada por el propio A quo, supuestamente se desprende medularmente que la concesión del amparo a la entonces quejosa Laura Borja Sansón, tuvo como alcance beneficiar al codemandado Jorge Casillas Franco en el juicio natural por el hecho de que se verifica la institución jurídica del litisconsorcio pasivo necesario, debiendo en consecuencia según el Juez de Distrito, haber tenido que volver a emplazar al inconforme Jorge Casillas Franco en el juicio Especial Hipotecario radicado en el Juzgado 33 Civil del Distrito Federal, promovido por  Bancrecer S.A. Institución de Banca Múltiple Grupo Financiero Bancrecer hoy su cesionaria Sólida Administradora de Portafolios S.A. de C.V., en contra de Jorge Casillas Franco y Laura Borja Sansón, bajo el expediente número 191/1995; situación que es ERRÓNEA.
En efecto, el análisis efectuado por el A quo resulta incongruente y contradictorio con la propia sentencia de amparo ya referida, toda vez que como ustedes Señores Magistrados podrán percatarse de la lectura de la misma, el amparo si bien es cierto que fue concedido a la quejosa Laura Borja Sansón y dicha concesión de amparo es extensiva al codemandado en el juicio hipotecario ya referido, también lo es que la propia resolución de amparo refiere de forma CLARA Y PRECISA, EN QUÉ CONSISTE LA EXTENSIÓN DEL AMPARO A FAVOR DE JORGE CASILLAS FRANCO, la cual es en el sentido, de que al haber concedido el amparo a la quejosa Laura Borja Sansón y haber ordenado en consecuencia se repusiera el emplazamiento ÚNICAMENTE de la quejosa, dicha concesión beneficiaba a los demás codemandados en el sentido de que al existir litisconsorcio pasivo, resultaba necesario dejar insubsistente LAS ACTUACIONES POSTERIORES AL EMPLAZAMIENTO DE LA QUEJOSA, INCLUYENDO LAS ACTUACIONES QUE SE DICTARON CON MOTIVO DE LAS DEMÁS PARTES QUE YA FUERON LLAMADAS A JUICIO, ASÍ COMO LA SENTENCIA DEFINITIVA Y LOS ACTOS POSTERIORES A ESTA; SIN QUE ESTO SIGNIFIQUE DE FORMA ALGUNA, QUE LA SENTENCIA DE AMPARO ORDENA DEJAR INSUBSISTENTE EL EMPLAZAMIENTO EFECTUADO A JORGE CASILLAS FRANCO.
Lo anterior se acredita con la transcripción realizada por el Juez de Distrito de la parte conducente de la sentencia de amparo, transcripción que la inserta en específico en las fojas 4, 5 11 y 12 de la resolución que por este medio se combate, transcripciones que a la letra dicen:
“…En las relatadas consideraciones, lo que procede es conceder el amparo solicitado por Laura Borja Sansón, para el efecto de que la autoridad responsable Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal, le dé la oportunidad de que sea oída y vencida en juicio, lo cual significa que deberá nulificar lo llevado a cabo desde el emplazamiento a juicio de la quejosa en el procedimiento especial hipotecario, porque a partir de ese momento quedo sin defensa en el juicio de primera instancia y proceda a otorgar de nueva cuenta el emplazamiento legal de la codemandada –ahora quejosa-, debiéndose constatar que la autoridad ejecutora cumpla finalmente con los requisitos previstos en los numerales 114, 116 y 117 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, (anterior a las reformas previstas el veintiséis de mayo de mil novecientos noventa y seis), para así estar en posibilidades de garantizar a la peticionaria de amparo, que su llamamiento a juicio es legal.

…

Por tanto, en el caso la concesión del amparo tiene como alcance beneficiar al restante codemandado, ya que se verifica la institución jurídica del litisconsorcio pasivo necesario, pues en el juicio especial hipotecario en el que el inmueble base de la garantía es copropiedad de los codemandados el nexo que los vincula es indivisible.

Entonces, la restitución de las cosas al estado anterior a la violación, como efecto propio de la sentencia de amparo, existe de modo forzoso que atendiéndose a la naturaleza jurídica del acto reclamado –todas las actuaciones del juicio de origen- y su peculiar impugnación, la ilegalidad del autoridades responsables incurrieron en ese vicio, y la ilegalidad de emplazamiento es la causa por la cual este juzgado federal concedió el amparo a la quejosa, la reparación que se debe llevar a cabo para cumplir el fallo protector, exige reponer la diligencia de emplazamiento a dicha quejosa, para lo cual previamente es indispensable que se declaren insubsistentes los actos posteriores de origen, incluso las actuaciones que se dictaron con motivo de las demás partes que ya fueron llamadas a éste, en el entendido de que deben declararse sin efectos, como lo es la sentencia emitida en la primera instancia y las actuaciones posteriores a dicho fallo definitivo, como consecuencia de la declaración de que había causado ejecutoria tal sentencia de fondo”…
(Lo subrayado y en negritas es de la suscrita)
De lo anterior se desprende y acredita de forma fehaciente, que los efectos de la sentencia de amparo, fue conceder el amparo a la quejosa Laura Borja Sansón, ordenado se volviera emplazar ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE A DICHA QUEJOSA, ya que como se desprende de dicha resolución de amparo, solamente se refiere a emplazar nuevamente a la peticionaria del amparo y NO ASÍ AL CODEMANDADO EN EL JUICIO DE PRIMERA INSTANCIA, aclarando que si bien es cierto que dicha sentencia refiere, que la concesión del amparo se extiende al codemandado Jorge Casillas Franco, también lo es que dicha concesión y beneficio que obtiene  éste último, es única y exclusivamente en cuanto al hecho de que para dar debido cumplimiento a la ejecutoria de amparo, se debe de dejar insubsistente todos los actos POSTERIORES (como lo refiere la propia sentencia de amparo) al emplazamiento de la quejosa, incluyendo la sentencia definitiva dictada por el Juez de origen, pero de ninguna manera para volver a emplazar al codemandado Jorge Casillas Franco.
Lo anterior es así, toda vez que al existir litisconsorcio pasivo necesario, no puede existir en un juicio 2 –dos- sentencias de primera instancia, esto es una para cada codemandado, razón por la cual, al habérsele concedido el amparo a la quejosa, necesariamente por el litisconsorcio pasivo se requiere dejar sin efectos los actos posteriores al emplazamiento de dicha quejosa, para que en su momento se dicte UNA SOLA SENTENCIA PARA TODOS LOS CODEMANDADOS, TAL Y COMO ACONTECIÓ EN EL CASO CONCRETO, pero de ninguna manera significa, que por el hecho de que exista litisconsorcio pasivo necesario, se tenga que volver a emplazar a juicio al codemandado Jorge Casillas Franco y mas aún cuando la resolución de amparo es por demás clara y precisa al referirse en todo tiempo, que SOLAMENTE SE DEBE DE VOLVER A EMPLAZAR A LA QUEJOSA Y EN NINGUNA PARTE DE DICHA RESOLUCIÓN, REFIERE QUE SE TENGA QUE VOLVER A EMPLAZAR A LOS DEMÁS CODEMANDADOS, REFIRIÉNDOSE DICHA RESOLUCIÓN EN TODO MOMENTO, DE FORMA SINGULAR Y EXCLUSIVA A LA QUEJOSA, POR LO QUE AHORA EL JUEZ DE DISTRITO NO PUEDE DE FORMA ERRÓNEA Y CONTRARIA A DERECHO, REVOCAR SUS PROPIAS DETERMINACIONES CONTENIDAS EN LA SENTENCIA DE AMPARO.

En efecto, cabe recalcar que el litisconsorcio pasivo tiene por objeto oír a todas las personas que puedan ser afectadas por una sentencia derivado de una misma acción, así como el hecho de dictar una sola sentencia para todos los codemandados y así evitar sentencias contradictorias, pero de ninguna forma el litisconsorcio pasivo necesario se traduce en el hecho, de que en el caso concreto se tenga que volver a emplazar al codemandado Jorge Casillas Franco, ya que aunado a lo anterior, en la sentencia de amparo NO SE DECLARÓ ILEGAL EL EMPLAZAMIENTO EFECTUADO A DOCHO CODEMANDADO.
En este orden de ideas, cabe recalcar que no por el hecho de que el emplazamiento de los codemandados en el juicio de primera instancia se haya efectuado en el mismo acto, esto NO QUERE DECIR QUE SI SE DECLARÓ ILEGAL EL EMPLAZAMIENTO DE LA QUEJOSA LAURA BORJA SANSÓN, TAMBIÉN ASÍ LO SEA EL EMPLAZAMIENTO DEL CODEMANDADO JORGE CASILLAS FRANCO, YA QUE NO POR EL HECHO DE QUE UN EMPLAZAMIENTO SEA ILEGAL, QUIERE DECIR QUE LOS DEMÁS TAMBIÉN LO SEAN A PESAR DE QUE SE EFECTUARON EN EL MISMO ACTO Y MAS AÚN, CUANDO EL CODEMANDADO JORGE CASILLAS FRANCO NO INTERPUSO JUICIO DE AMPARO EN CONTRA DE SU EMPLAZAMIENTO, RECALCANDO QUE CONFORME AL ARTÍCULO 4 DE LA LEY DE LA MATERIA, EL AMPARO SOLAMENTE PUEDE SER PROMOVIDO POR LA PARTE A QUIEN PERJUDIQUE, ESTO ES EL PRINCIPIO DE AGRAVIO PERSONAL Y DIRECTO, SIENDO EVIDENTE, QUE LA QUEJOSA LAURA BORJA SANSÓN, LEGALMENTE SE ENCUENTRA IMPEDIDA PARA PROMOVER UN AMPARO POR EL SUPUESTO ILEGAL EMPLAZAMIENTO DEL CODEMANDADO JORGE CASILLAS FRANCO.

Asimismo, cabe recordar que el amparo solamente se encarga y protege al quejoso y no así a terceros que no solicitaron el amparo y protección de la justicia de la unión, recalcando que si bien es cierto que los efectos de este amparo pueden beneficiar a los demás codemandados cuneado existe litisconsorcio pasivo necesario, también lo es que dicho beneficio simplemente se traduce en la insubsistencia de todos los actos procesales POSTERIORES al emplazamiento de la quejosa, atendiendo a que como se ha precisado, no pueden existir 2 sentencias en un solo juicio; pero la concesión del amparo en comento, JAMÁS SE EXTIENDE A DECLARAR ILEGAL Y EN CONSECUENCIA INSUBISISTENTE EL EMPLAZAMIENTO DE LOS DEMAS CODEMANDADOS QUE NO SOLICITARON EL AMPARO.

LO ANTERIOR ES ASÍ, YA QUE COMO SE HA PRECISADO, SOLAMENTE EL QUE SE VE VULNERADO EN SUS GARANTÍAS INDIVIDUALES PUEDE SOLICITAR EL AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL, Y POR LO MENOS EN EL CASO CONCRETO, RESULTA POR DEMÁS IMPROCEDENTE, INFUNDADO, ERRÓNEO Y CONTRARIO A DERECHO, QUE EL AMPARO SOLICITADO POR LA QUEJOSA, TRAIGA COMO CONSECUENCIA SE DECLARE ILEGAL EL EMPLAZAMIENTO DEL CODEMANDADO JORGE CASILLAS FRANCO Y EN CONSECUENCIA SE LE TENGA QUE VOLVER A EMPLAZAR. 
Por otra parte, cabe precisar que el Juzgado de primera instancia SI CUMPLIÓ CABALMENTE con la ejecutoria de amparo y no como erróneamente lo determina el Juzgado de Distrito, ya que dejo insubsistente todo lo actuado a partir del emplazamiento de la quejosa, ordenado se emplazara a ésta nuevamente, tal y como se refiere en la sentencia de amparo, llevando el juicio en todas sus etapas hasta llegar al dictado de la sentencia definitiva de primera instancia, lo anterior, ha quedado plenamente acreditado con el informe que el Juez de origen rindió ante el Juzgado Federal que resolvió el amparo en comento, así como con la documentación comprobatoria que sustenta y soporta el contenido del informe rendido.

Lo anterior, se ve robustecido con el proveído de fecha 13 de marzo de 2009 dictado por el A quo federal por medio del cual, tuvo por cumplida la ejecutoria de amparo por parte del Juez de primera instancia, razón por la cual y con independencia de todo lo anteriormente narrado, se vuelve a acreditar el defectuoso análisis y actuar del Juez Federal, revocando sus propias determinaciones al declarar procedente el Recurso (Incidente) de Queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco, ya que como se ha precisado con antelación, en la sentencia de amparo única y exclusivamente se ordenó volver a emplazar a la quejosa Laura Borja Sansón y no así al ahora inconforme.
Amén de lo anterior, se denota la confusión en la que se encuentra el Juez Federal, al no comprender claramente los alcances de su propia resolución de amparo, ya que es evidente que de forma errónea, incongruente, contradictoria y contraria a derecho, confunde e interpreta de forma indebida el contenido de la misma, al declarar procedente la queja interpuesta por Jorge Casillas Franco y en consecuencia, ordenar se vuelva a emplazar a juicio a dicho inconforme, cuando de su propia sentencia de amparo NO se desprende que así se hubiese ordenado, ya que solamente se ordenó volver a emplazar a la entonces quejosa Laura Borja Sansón, situación que se corrobora de la simple lectura de dicha sentencia, ya que a lo largo de esta, se refiere solamente a dicha quejosa respecto a volver a realizar el emplazamiento de ésta, pero en ninguna parte de la sentencia en comento, ordenó se emplazara al C. Jorge Casillas Franco, tan es así, que como se ha precisado en líneas anteriores, el propio A quo tuvo por cumplida la ejecutoria de amparo.

Por lo anteriormente expuesto, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedente y fundado el agravio que se hace valer y en consecuencia, modificar la resolución que por este medio se recurre, a efecto de dictar otra en la cual se declare improcedente el Recurso (Incidente) de Queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco.

SEGUNDO AGRAVIO

FUENTE DE AGRAVIO.- La Sentencia de fecha19 –diecinueve- de septiembre de 2011 –dos mil once-, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal, que resuelve el Recurso (Incidente) de Queja por defecto en el cumplimiento a la ejecutoria de Amparo 625/2008-V promovido por el C. Jorge Casillas Franco.

PRECEPTOS VIOLADOS.- El artículo 4, 76, 80, 96 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, así como el artículo 14 Constitucional y el Principio de Congruencia de las Sentencias.
CONCEPTO DE AGRAVIO.- Le para perjuicio a mi representada, la resolución de fecha 19 de septiembre de 2011, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, en virtud de que la misma es INCONGRUENTE, CONTRARIA A DERECHO E INFUNDADA, toda vez que el A quo resuelve que la queja interpuesta por el C. Jorge Casillas Franco es fundada, cuando en realidad dicho inconforme carece de legitimación, ya que no fue parte en el juicio de amparo, así como tampoco le para agravio alguno y mucho menos agravio personal y directo la resolución de amparo dictada en el juicio de garantías número 625/2008-V en el cual se concedió el amparo a la quejosa Laura Borja Sansón y mucho menos el cumplimiento que el Juez de primera instancia dio a la ejecutoria de amparo en comento, ya que dicho cumplimiento fue al pie de la letra de la resolución referida, en atención a que ésta simplemente ordenó se dejara insubsistente todo lo actuado que fuera POSTERIOR al emplazamiento de la quejosa, ordenando se volviera a emplazar a la peticionaria de amparo, pero jamás se ordenó se emplazara a los demás codemandados.
Lo anterior denota la incongruencia de la resolución que por este medio se recurre, toda vez que al no tener legitimación el inconforme, el Juez de Distrito debió de haber declarado improcedente e infundada la queja que se interpuso en contra del supuesto defecto en el cumplimiento a la ejecutoria de amparo.

Esto es así, en atención a que como es sabido, las sentencias de amparo solamente pueden ocuparse de los individuos que lo solicitaron, siendo en el caso concreto que solamente la C. Laura Borja Sansón, solicito el amparo.

Por lo anterior y estando en el supuesto sin conceder de que la ejecución de la sentencia de amparo hubiese sido defectuosa, el inconforme Jorge Casillas Franco carece de legitimación para haber interpuesto la queja por defecto ya mencionada, recalcando que quien en su caso tiene la legitimación para interponer el Recurso (Incidente) de Queja por defecto, es precisamente la QUEJOSA, ya que al habérsele concedido el amparo y protección de la justicia de la unión, teniendo esto por objeto restituir a la quejosa sus garantías violadas y siendo que el defecto en el cumplimiento de la sentencia de amparo, no es otra cosa que la falta de realización por parte de la autoridad responsable de los actos que implique el alcance de dicha resolución, resulta por demás evidente que dicho defecto SOLAMENTE PUDE SER ALEGADO POR EL QUEJOSO, YA QUE ES LA PERSONA QUE TIENE QUE SER RESTITUIDA EN SUS GARANTÍAS INDIVIDUALES, ya que como se ha mencionado, el amparo solamente se encarga del individuo que lo ha solicitado.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dice:

Novena Época

Registro: 168063

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

 XXIX, Enero de 2009

Materia(s): Común

Tesis: I.8o.C.39 K

Página:  2817

QUEJA POR DEFECTO EN LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA DE AMPARO. EL TERCERO PERJUDICADO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA INTERPONERLA.

En términos de los artículos 76 y 80 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo pueden ocuparse de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, en la inteligencia de que el fallo que concede la protección constitucional tiene por objeto restituir al quejoso en el goce de la garantía individual violada, y como el defecto en la ejecución de una sentencia de amparo no es otra cosa que la falta de realización, por parte de la autoridad responsable, de alguno o algunos de los actos que implique el alcance o extensión de la misma sentencia, es entonces evidente que tal defecto sólo puede ser alegado por el quejoso, pues es precisamente la parte que debe ser restituida íntegramente en el goce de la garantía individual violada, no así el tercero perjudicado, y lo contrario sería tanto como estimar que también dicho tercero debe ser restituido en el goce de alguna garantía, lo que vendría a desnaturalizar la acción de amparo, confundiendo la figura del quejoso, en quien recaía la titularidad de las garantías individuales que se estimaron vulneradas, con la del tercero perjudicado, cuyo interés radicaba en que se considerase no existente la violación y por consiguiente subsistiera el acto reclamado. La anterior conclusión no se altera por la circunstancia de que se alegue que por determinadas situaciones procesales, el defecto en que se incurrió en la ejecución de una sentencia de amparo, en perjuicio de la parte quejosa, ha traído repercusiones desfavorables para el tercero perjudicado, toda vez que tal situación no es desde luego remediable a través de la queja interpuesta por este último, tanto en razón de lo previamente expuesto, como en atención a que el juicio constitucional, y por ende los recursos dentro de dicho juicio, como lo es la queja, se rigen por el principio de agravio personal y directo, y no afectando directamente al tercero el defecto en la ejecución del fallo protector, tampoco está legitimado para interponer el recurso de queja, sino que la ilegalidad de esas supuestas repercusiones debe en todo caso plantearla como violación de garantías en un nuevo juicio de amparo, sin que sea óbice lo previsto en el artículo 96 de la citada ley, en el sentido de que el recurso de queja podrá interponerse por cualesquiera de las partes en el juicio, porque tal disposición debe entenderse en consonancia con los principios básicos del juicio de amparo, entre éstos el que se refiere a la existencia de agravio personal y directo, como condición indispensable tanto para la procedencia del juicio como de los recursos que la ley contempla dentro del mismo.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 46/2008. Almacenadora Accel, S.A., Organización Auxiliar de Crédito. 1o. de octubre de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

El criterio federal anteriormente expuesto, debe de ser aplicado por analogía al caso concreto, ya que en el presente asunto, se equipara el papel del Tercero Perjudicado con el del recurrente Jorge Casillas Franco, quien NO FUE PARTE EN EL JUICIO DE AMPARO.

Lo anterior adquiere certeza en el presente asunto, al considerar que el amparo fue concedido para el efecto de que se volviera a emplazar ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE a la quejosa Laura Borja Sansón, aclarando que si bien es cierto que en dicha resolución se estipulo que dicha resolución de amparo beneficiaba al C. Jorge Casillas Franco por existir litisconsorcio pasivo necesaria, también lo es que dicho beneficio y/o alcance a favor del codemandado, es ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE el hecho de que se deja insubsistente todos los actos POSTERIORES al emplazamiento de la quejosa, pero JAMÁS SE REFIERA Y ORDENE SE VUELVA A EMPLAZAR A DE DICHO CODEMANDADO, DE AHÍ QUE TANTO LA SENTENCIA DE AMPARO, ASÍ COMO EL CUMPLIMIENTO QUE DÍO A ESTA LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO LE PUEDE PARAR PERJUICIO ALGUNO AL INCONFORME JORGE CASILLAS FRANCO Y POR ENDE, EL MISMO CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA HABER INTERPUESTO LA QUEJA POR DEFECTO DE LA QUE DERIVA LA RESOLUCIÓN QUE POR ESTE MEDIO SE COMBATE.
Por lo anterior, sus Usías deberán de declarar INFUNDADA y CONTRARIA A DERECHO la resolución que por este medio se combate, ordenando en consecuencia la revocación de la misma, debiendo en consecuencia declarar improcedente el Recurso de Queja interpuesto por el C. Jorge Casillas Franco, para los efectos legales a que haya lugar. 
PRUEBAS

1.- LAS DOCUMENTALES PÚBLICAS.- Consistente en todas y cada una de las constancias que el Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal remita a este H. Tribunal Colegiado al momento de rendir su informe con justificación respectivo en términos del artículo 98 de la Ley de Amparo.

2.- LA DOCUMENTAL PÚBLICA.- Consistente en el informe rendido por el Juez Trigésimo Tercero de lo Civil del Distrito Federal, dentro del Recurso de Queja en el que se dictó la resolución que por este medio se combate, mismo que obra en poder del Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal y que deberá de ser remitido a este H. Tribunal por el Juez en comento al momento de rendir su informe con justificación.

3.- LAS DOCUMENTALES PÚBLICAS.- Consistentes en todas las actuaciones que obren en el juicio de amparo 625/2008-V radicado en el Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en el Distrito Federal, promovido por la quejosa Laura Borja Sansón; las cuales deberán de ser remitidas a este H. Tribunal por el Juez en comento al momento de rendir su informe con justificación.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,
A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentada en tiempo y forma hábil, interponiendo el Recurso de Queja que se hace valer en el presente libelo, para los efectos legales a que haya lugar.


SEGUNDO.- Tenerme por señalado domicilio y por autorizados a los profesionistas referidos, para los fines precisados.


TERCERO.- Se sirvan admitir a trámite el mismo y con las copias simples de traslado que se exhiben, se corra traslado a las partes y autoridades que así consideren.


CUARTO.- Solicitar al Juez Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil del Distrito Federal, se sirva rendir su INFORME CON JUSTIFICACIÓN, solicitándole remita a este H. Tribunal, todas y cada una de las constancias y actuaciones judiciales que conforman el juicio de amparo número 625/2008-V, así como del Recurso de Queja interpuesto por el inconforme Jorge Casillas Franco en el que se dictó la resolución que por este medio se combate.


QUINTO.- En su momento procesal oportuno, se sirvan dictar la resolución que conforme a derecho corresponde, debiendo de declarar PROCEDENTE y FUNDADO el presente Recurso de Queja que se hace valer y en consecuencia, se sirva ordenar la revocación y/o modificación de la sentencia que por este medio se combate.
PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ

México, Distrito Federal a veintisiete de septiembre de dos mil once.
BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito y toda vez que ha transcurrido en exceso el término concedido para recurrir la Sentencia Interlocutoria de fecha 17 de octubre de 2011, sin que a la fecha la misma haya sido recurrido por las partes, por lo que solicito a su Señoría se sirva declarar que dicha sentencia ha causado EJECUTORIA, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


UNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a veintiuno de octubre de dos mil once.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva aclarar el proveído de fecha 28 de octubre de 2011, por medio del cual su Usía no acuerda de conformidad el hecho de que la Sentencia Interlocutoria de fecha 17 de octubre de 2011 cause ejecutoria, remitiendo para tal efecto, al proveído de fecha 21 de septiembre del año en curso mediante el cual su Señoría de forma errónea ordenó dejar insubsistente la Sentencia Definitiva y reponer el procedimiento, aclarando que tal y como se desprende de los 2 autos de fecha 26 de septiembre de 2011, su Usía ordenó que el proveído antes referido (21 de septiembre de 2011), quedaba SUBYUDICE HASTA QUE LA SENTENCIA DEFINITIVA DE FECHA 19 DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO DICTADA POR LA AUTORIDAD FEDERAL QUEDARA FIRME, atendiendo a los oficios J 12261y J 12262 remitidos por el Juez Décimo Segundo de Distrito en materia Civil en el Distrito Federal.
Por lo anterior y a efecto de evitar confusiones en el presente juicio, solicito a su Usía se sirva aclarar el auto de fecha 28 de octubre de 2011 y en consecuencia, se sirva declarar que la Sentencia Interlocutoria de fecha 17 de octubre de 2011, HA CAUSADO EJECUTORIA, ya que como se ha precisado con antelación, las actuaciones del presente juicio a la fecha siguen vigentes, ya que la sentencia de la autoridad federal, no se encuentra firme por haber sido recurrida por mi representada.
Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


UNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a siete de noviembre de dos mil once.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito, vengo a solicitar a su Señoría se sirva girar atento oficio a la C. Directora del Archivo Judicial, a efecto de que se sirva remitir a este H. Juzgado el expediente principal del juicio al rubro citado, mismo que fue enviado con los siguientes datos:

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


UNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a seis de diciembre de dos mil doce.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 485, 347 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal anterior a las reformas del 24 de mayo de 1996, vengo a designar como perito valuador de mi representada, al Arquitecto Pedro Navarro Hernández, con Cédula Profesional número 1810482, con domicilio en Calle Selva número 35, departamento 201, Colonia Insurgentes Cuicuilco, Delegación Coyoacán, en México, Distrito Federal; a efecto de que se sirva realizar el avalúo correspondiente sobre el inmueble objeto de hipoteca en el presente juicio, debiendo de proporcionar el valor comercial del mismo y así, poder iniciar la ejecución del presente juicio, por lo que solicito se sirva señalar término para que dicho perito acuda a este H. Juzgado a aceptar y protestar el cargo que se le confiere.
Asimismo, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 347 y demás relativos y aplicables del cuerpo de leyes antes invocado, solicito a su Señoría se sirva dar vista a los codemandados, a efecto de que en el término de 3 días designen perito valuador de su parte, apercibiéndolos que en caso de no hacerlo, su  Usía se servirá designar uno en su rebeldía, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


UNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a once de febrero de dos mil trece.

BANCRECER S. A. AHORA SU CESIONARIA  SÓLIDA 

ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V. 

VS.

CASILLAS FRANCO JORGE Y LAURA BORJA SANSÓN.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXP. 191/1995

JUEZ TRIGÉSIMO TERCERO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL:

      MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ, en mi carácter de apoderada legal de la parte actora, personalidad que acredito con copia certificada del instrumento notarial número 46,734 que ya obra en autos, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer: 

Por medio del presente escrito, vengo a exhibir como ANEXO UNO, el Certificado de Libertad de Gravámenes respecto al inmueble objeto de hipoteca en el presente juicio, para los efectos legales a que haya lugar.

Por lo anteriormente expuesto,

A USTED C. JUEZ, atentamente solicito se sirva:


UNICO.- Tenerme por presentada con las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo, acordando de conformidad lo solicitado.

PROTESTO LO NECESARIO

MARÍA DEL PILAR ORTEGA RODRÍGUEZ
México, Distrito Federal a once de febrero de dos mil trece.

